
Foro, Nueva época, vol. 28 (2025): 71-109� ISSN: 1698-5583
https://dx.doi.org/10.5209/foro.108115

La influencia de la transición política...
Joan Oliver Araujo

LA INFLUENCIA DE LA TRANSICIÓN POLÍTICA 
SOBRE EL SISTEMA ELECTORAL CONSAGRADO 
EN LA CONSTITUCIÓN DE 1978 Y EN LA LOREG

Joan Oliver Araujo

Catedrático de Derecho constitucional
Facultad de Derecho

Universidad de las Islas Baleares
joliveraraujo@gmail.com

SUMARIO: I. INTRODUCCIÓN: LA TENDENCIA INMOVILISTA DEL LEGIS-
LADOR ELECTORAL.—II. LA TRASLACIÓN DE LAS GRANDES DECISIO-
NES ELECTORALES DE LA NORMATIVA DE LA TRANSICIÓN POLÍTICA 
A LA CONSTITUCIÓN Y A SU LEGISLACIÓN DE DESARROLLO.—1. La 
influencia sobre la normativa que regula la elección del Congreso de los Diputa-
dos.—1.1. El tamaño del Congreso de los Diputados.—1.2. La fórmula electoral 
del Congreso de los Diputados.—1.3. Las listas cerradas y bloqueadas.—1.4. Las 
circunscripciones en la elección del Congreso de los Diputados: las provincias y 
las ciudades autónomas.—1.5. El reparto de los diputados entre las provincias: un 
mínimo inicial y el resto en función de la población. Efectos sobre la proporcio-
nalidad del sistema electoral.—1.6. La barrera electoral para el acceso al Congreso 
de los Diputados.—2. La influencia sobre la normativa que regula la elección del 
Senado.—2.1.  El tamaño del Senado.—2.2.  Las circunscripciones en la elección 
del Senado: las provincias, las islas y las ciudades autónomas.—2.3. La magnitud de 
las circunscripciones del Senado.—2.4. La fórmula electoral del Senado.—2.5. De 
los senadores de designación real a los senadores autonómicos.—III.  BIBLIO-
GRAFÍA CITADA.

I. � INTRODUCCIÓN: LA TENDENCIA INMOVILISTA  
DEL LEGISLADOR ELECTORAL

El punto de partida del sistema electoral para el Congreso de los Dipu-
tados y para el Senado se remonta a la primera época de la Transición Polí-
tica. En concreto, a la Ley 1/1977, de 4 de enero, para la Reforma Política 
(LRP)  1, y al Real Decreto-ley 20/1977, de 18 de marzo, sobre normas electo-

1  La brevedad de la LRP «no ocultaba la trascendencia de los cambios políticos. Igno-
rando los contenidos de las anteriores Leyes Fundamentales, la LRP desmontaba, en solo 
cinco artículos, tres disposiciones transitorias y una final, los elementos básicos que habían 
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rales  2. En efecto, los principales elementos electorales incluidos en estas dos 
normas  3 se consagraron al máximo nivel en la Constitución de 1978, pasan-
do a continuación a los Estatutos de Autonomía, luego adquirieron carta de 
naturaleza en la doctrina del Tribunal Constitucional y, por último, en la Ley 
Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General (LOREG).

Ello se debe, en buena medida, a la conocida tendencia inmovilista del 
legislador electoral en general y del legislador electoral español en particu-
lar (al menos, en los últimos cinco decenios), que, como es sabido, se ha 
plasmado en que no se ha modificado ningún elemento electoral relevan-
te de la LRP, salvo, lógicamente, los senadores de designación real. Así, 
con toda razón, el profesor López Guerra  4 afirma que el Texto Consti-
tucional de 1978 incluye «un sistema electoral elaborado en la fase pre-
democrática». Con el mismo criterio, el profesor Pérez Royo  5 ha subra-

inspirado el régimen franquista desde sus orígenes y rompía el sistema de democracia orgá-
nica, manifestada sobre todo en la composición de las Cortes. La fórmula utilizada para 
emprender tan grave empresa, consistía en proclamar el diseño de un sistema constitucio-
nal democrático, cimentado en elecciones periódicas y el respeto de los derechos fundamen-
tales». Cfr. M.ª F. Alcón Yuste, «El diseño del sistema electoral español durante la Transi-
ción», Icade. Revista de la Facultad de Derecho, núm. 104 (2018), pp. 5-6 (del pdf). La LRP 
fue calificada por la doctrina como «ley-puente», pues permitió el tránsito pacífico desde 
la legalidad franquista a la legitimidad democrática. Por todos, cfr. J. de Esteban Alonso y 
L. López Guerra, El régimen constitucional español, Barcelona, Labor, 1980, vol. I, pp. 14, 
15 y 17, y Ó. Alzaga Villaamil, «Sobre el origen de nuestro sistema electoral y sus secue-
las en nuestros partidos y en la dinámica pública», Teoría y Realidad Constitucional, núm. 45 
(2020), pp. 115 y 117.

2  La vigencia temporal de este Real Decreto-ley electoral quedaba fijada de forma expresa 
en su art. 1, al afirmar que el objeto del mismo es «regular las primeras elecciones al Congreso 
de los Diputados y al Senado que han de constituir las nuevas Cortes Españolas», de confor-
midad con lo previsto en la Ley para la Reforma Política. Sin embargo, esta limitación tempo-
ral no se cumplió y la vigencia de este Real Decreto-ley se prolongó en el tiempo. En efecto, no 
solo rigió los comicios de 15 de junio de 1977, como estaba inicialmente previsto, sino también 
las elecciones generales de 1979 y 1982, confirmándose —como ha escrito el profesor Francis-
co Fernández Segado («El régimen jurídico electoral español», en su obra Estudios de Derecho 
electoral, Lima, Ediciones Jurídicas, 1997, pp. 115-116)— «que una de las constantes de todo 
sistema electoral es su tendencia a perpetuarse». De hecho, la Constitución de 1978, previen-
do lo que podía suceder, estableció —en su disposición transitoria octava, punto 3— que, en 
el caso de disolución de las Cortes sin haberse desarrollado legalmente las previsiones de los 
arts. 68 y 69 de la Constitución, serían «de aplicación en las elecciones las normas vigentes con 
anterioridad», es decir, las contenidas en el Real Decreto-ley 20/1977.

3  Entre los primeros estudios del sistema electoral de la Transición Política, cfr. J. de 
Esteban Alonso (dir.), El proceso electoral, Barcelona, Labor, 1977, y F. de Carreras Serra 
y J. M. Vallés Casadevall, Las elecciones, Barcelona, Blume, 1977.

4  Cfr. L. López Guerra, «Sobre las disfunciones de la democracia representativa: algu-
nas propuestas», Cuadernos Constitucionales, núm. 1 (2020), p. 35.

5  Cfr. J.  Pérez Royo, La reforma constitucional inviable, Madrid, Catarata, 2015, 
pp. 58-59.
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yado «la continuidad, la casi identidad se podría decir, entre el “bloque 
normativo” preconstitucional respecto del ejercicio del derecho de sufra-
gio y el “bloque de constitucionalidad” posterior a 1978... que es mate-
rialmente el mismo». Ello no debe extrañarnos, ya que —como afirman 
los profesores Baras Gómez y Botella Corral  6— «sería justo decir que el 
derecho electoral constituye, con mucho, uno de los sectores más conser-
vadores del ordenamiento jurídico. Las leyes electorales se modifican, en 
lo sustancial, muy poco; y esas modificaciones acostumbran a darse sola-
mente en momentos de graves convulsiones y de cambio de régimen polí-
tico». Los motivos para este conservadurismo son varios. En primer lugar, 
«los partidos políticos y los electores se habitúan a un cierto sistema elec-
toral. El cambio requiere adaptarse (modificar estructuras, mecanismos de 
decisión, etc.), y tanto las organizaciones políticas como los ciudadanos 
sienten una cierta aversión a adaptarse a condiciones nuevas. En segundo 
lugar, y es una razón más de fondo, el sistema electoral se establece y se 
modifica por ley; las leyes las redacta la mayoría parlamentaria; y la mayo-
ría parlamentaria lo ha llegado a ser en virtud de la anterior ley electoral. 
De tal manera que quienes pueden tener deseos de cambio no tienen los 
instrumentos políticos para llevarlo a cabo, y quienes tienen los instrumen-
tos frecuentemente no tienen la voluntad». Con su habitual perspicacia, 
el profesor Fernández-Miranda Campoamor  7 justifica el carácter conser-
vador del ordenamiento electoral con una argumentación realista y cruda: 
«Las leyes electorales contribuyeron a hacer mayorías parlamentarias y las 
mayorías parlamentarias hacen las leyes electorales. Nadie tira piedras con-
tra su propio tejado, contra el instrumento normativo que le ha facilitado, 
o no le ha impedido, ser mayoría. De aquí que las críticas al sistema electo-
ral sean casi siempre patrimonio de la oposición» política  8.

6  Cfr. M. Baras Gómez y J. Botella Corral, El sistema electoral, Madrid, Tecnos, 1996, 
pp. 35 y, especialmente, 169-170.

7   Cfr. A. Fernández-Miranda Campoamor, «Los sistemas electorales para el Congre-
so de los Diputados y el Senado», en el libro colectivo IV Jornadas de Derecho Parlamenta-
rio: reflexiones sobre el régimen electoral, Madrid, Congreso de los Diputados, 1997, p. 524.

8  En la misma línea, los profesores José Ramón Montero Gibert y Carlos Fernández 
Esquer [«Cuatro décadas del sistema electoral español, 1977-2016», Política y Gobernanza. 
Revista de Investigaciones y Análisis Político, núm. 2 (2018), p. 38] escriben: «La continui-
dad básica de los sistemas electorales suele explicarse a través de la obvia aporía de que los 
únicos actores con capacidad para aprobar cambios institucionales son los máximos intere-
sados en evitar que los intentos de reforma lleguen a buen puerto. Y más todavía si las reglas 
electorales, o las más relevantes de ellas, como en España, están constitucionalizadas, lo que 
imposibilita su reforma sin contar previamente con niveles de consenso que en la práctica se 
aproximen a la unanimidad». La inercia electoral y la resistencia al cambio en esta materia 
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Los artículos del referido Real Decreto-ley 20/1977, ampliamente glo-
sados en su Exposición de Motivos, ya dibujaban de forma nítida las gran-
des opciones de política electoral que se querían consagrar  9. En concreto, 
por lo que se refiere al Congreso de los Diputados, se fijaban: a) un mínimo 
de escaños por circunscripción, al objeto de suavizar, «en alguna medida, 
los efectos de nuestra irregular geografía» y atender «a un mayor equili-
brio territorial en la representación»; b) un sistema electoral de listas cerra-
das y bloqueadas; c) la regla D’Hondt como fórmula electoral proporcio-
nal para el reparto de escaños; d) una barrera o umbral electoral, como 
procedimiento para excluir ab initio aquellas candidaturas que no lograsen 
un mínimo de apoyo electoral; e) la limitación concreta de los sujetos que 
podían presentar válidamente candidaturas (partidos, federaciones, coali-
ciones y agrupaciones de electores), y f) la firme decisión política de corre-
gir el «excesivo fraccionamiento de las representaciones parlamentarias». 
En cuanto al Senado, la LRP (disposición transitoria primera, inciso final) 
afirmaba que sus elecciones «se inspirarán en criterios de escrutinio mayo-
ritario», lo que evidentemente confirmó el Real Decreto-ley  20/1977, al 
precisar que el Senado utilizaría un «sistema electoral mayoritario», en «la 
modalidad de sufragio restringido» (punto IV de la Exposición de Moti-
vos y art. 21).

En el proceso constituyente, las discusiones en este punto giraban en 
torno a si debían constitucionalizarse los rasgos esenciales del sistema elec-
toral o si, por el contrario, se debían dejar para su concreción posterior 
por el legislador orgánico. Finamente, «las negociaciones extraparlamenta-
rias emprendidas por UCD y PSOE incluyeron también al sistema electo-

ya fueron subrayadas por el profesor Óscar Alzaga Villaamil en los debates constituyentes 
[Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, núm. 108 (1978), p. 4183].

9  Sobre los informes que se tuvieron en cuenta en la redacción del Real Decreto-
ley 20/1977, cfr. Ó. Alzaga Villaamil, «Estudio-propuesta para una nueva Ley electoral 
española (1974)», en su libro Sociedad democrática y Constitución. (Estudios y cabos suel-
tos), Madrid, Marcial Pons, 2018, pp.  161-206. El profesor Alzaga Villaamil fue el direc-
tor de este informe solicitado por Juan Antonio Ortega Díaz Ambrona —a la sazón direc-
tor del Instituto de Estudios Administrativos, organismo que dependía del Ministerio de 
la Presidencia del Gobierno— a comienzos de 1974. Sus integrantes, renombrados juristas 
del ámbito demócrata-cristiano y socialista, optaron por no hacer un mero informe, sino un 
borrador de proyecto de ley dotado de 107 artículos. Este borrador, según afirma el profe-
sor Alzaga Villaamil, «sirvió de base a trabajos sucesivos y, sobre todo, del equipo del Minis-
terio de Justicia, cuyo titular, Landelino Lavilla, redactó el Decreto-ley 20/1977, de 18 de 
marzo, de normas electorales, que asumió la práctica totalidad de las garantías requeridas, a 
la par que se eludió una negociación específica con la oposición democrática durante la ela-
boración del tal Decreto-ley, al igual que se había evitado en la redacción del proyecto de 
Ley para la Reforma Política de 4 de enero de 1977» (pp. 162-163).
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ral entre las cuestiones del consenso constituyente, lo que hizo desaparecer 
las diferencias entre los dos principales partidos. El acuerdo logrado entre 
ambos dejó aislados a AP y PCE, defensores de sus respectivas posicio-
nes mayoritarias y proporcionalistas. Los dos principales partidos acepta-
ron la constitucionalización del sistema electoral», consagrando al máximo 
nivel las grandes opciones políticas de la normativa electoral de la Transi-
ción  10. De este modo, las previsiones de la legislación de la Transición Polí-
tica se recogieron en el Texto Constitucional de 1978 y, posteriormente, en 
su legislación desarrollo (especialmente, la LOREG), dando lugar a lo que 
Caamaño Domínguez  11 ha llamado nuestra «Constitución electoral». Este 
hecho —es decir, que la Constitución se limitase, en buena medida, a reco-
ger los elementos del sistema electoral que prefiguró el Real Decreto-ley de 
18 de marzo de 1977— fue reconocido de forma expresa en el Preámbulo 
de la LOREG, al afirmar que la sustitución del Real Decreto-ley electoral 
de 1977 por la nueva Ley no es, «en modo alguno», un cambio «radical, 
debido a que el propio Texto Constitucional acogió los elementos esencia-
les del sistema electoral contenidos en el Real Decreto-ley»  12.

La continuidad de la legislación electoral de la Transición Política en 
la LOREG tenía un sólido apoyo político. Para comprobarlo —como afir-
man los profesores Montero Gibert y Riera Sagrera  13— basta recordar el 
extraordinario «consenso generado por la propia LOREG durante los trá-
mites de su discusión y aprobación parlamentarias. En el Congreso, solo 
se presentaron enmiendas sustantivas por algunos diputados del Grupo 
Mixto, que naturalmente fueron rechazadas en nombre del acuerdo alcan-
zado por todos los restantes grupos parlamentarios; pero el proyecto fue 
finalmente aprobado por una virtual unanimidad, ya que solo recibió dos 
votos en contra y otras dos abstenciones. En el Senado, las enmiendas 
fueron menos numerosas y tuvieron menor alcance. El consenso fue aún 
mayor: el proyecto obtuvo un único voto en contra».

Por su parte, también los Estatutos de Autonomía, tanto los que siguie-
ron la vía rápida como los que fueron tramitados por la vía lenta, copia-

10  Cfr. J. R. Montero Gibert y C. Fernández Esquer, «Cuatro décadas...», op. cit., p. 11.
11  Cfr. F. Caamaño Domínguez, «Elecciones y Tribunal Constitucional: ¿Una intersec-

ción no deseada?», Revista de las Cortes Generales, núm. 41 (1997), p. 95.
12  Punto I del Preámbulo de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Elec-

toral General.
13  Cfr. J. R. Montero Gibert y P. Riera Sagrera, Informe sobre la reforma del siste-

ma electoral. (Presentado a la Comisión de Estudios del Consejo de Estado en diciembre de 
2008), p.  11, disponible en https://www.consejo-estado.es/wp-content/uploads/2021/02/
ANEXOII.pdf.
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ron, casi ad pedem litterae, los preceptos constitucionales referidos al siste-
ma electoral del Congreso de los Diputados. Lo que viene a ser lo mismo 
que decir que aceptaron como válidos los elementos esenciales contenidos 
en la legislación electoral del periodo de la Transición Política, que hemos 
expuesto. En efecto, se puede afirmar que el régimen electoral español «se 
caracteriza por la permanencia y continuidad desde los inicios de la Tran-
sición Política, hasta el punto que los elementos básicos del sistema elec-
toral no han sido modificados», siendo remitidos «de forma mimética a las 
leyes electorales autonómicas»  14.

II. � LA TRASLACIÓN DE LAS GRANDES DECISIONES 
ELECTORALES DE LA NORMATIVA DE LA TRANSICIÓN 
POLÍTICA A LA CONSTITUCIÓN Y A SU LEGISLACIÓN  
DE DESARROLLO

1. � La influencia sobre la normativa que regula la elección  
del Congreso de los Diputados

1.1. � El tamaño del Congreso de los Diputados

La disposición transitoria primera de la LRP afirmaba que el Gobierno 
regularía las primeras elecciones a Cortes para «constituir un Congreso de 
350 diputados». Era un número exacto de parlamentarios, sin margen que 
pudiera precisar la normativa electoral de desarrollo. Por su parte, aunque 
la Constitución de 1978 (art. 68.1) deja al legislador orgánico una horqui-
lla para concretar («El Congreso se compone de un mínimo de 300 y un 
máximo de 400 diputados»), la LOREG (art. 162.1), siguiendo la tenden-
cia inmovilista ya apuntada, ha repetido la cifra de 350 diputados. Si con 
una población de treinta y seis millones de habitantes (1977) ya era una 
Cámara de dimensiones modestas, con una población de casi cincuenta 
millones (2025) lo es mucho más, sobre todo si la comparamos con otros 
Parlamentos europeos. En efecto, tomando como término de comparación 
a Francia o Italia (1977) donde la ratio entre número de diputados y núme-

14  Cfr. J. C. Gavara de Cara, La homogeneidad de los regímenes electorales autonómicos, 
Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 2007, p. 20. Para algunos auto-
res, dicha perdurabilidad se puede considerar un indicio de su acierto [I.  Lago Peñas y 
J. R. Montero Gibert, «Todavía no sé quiénes, pero ganaremos: manipulación política del 
sistema electoral español», Zona Abierta, núm. 110-111 (2005), pp. 279-348].
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ro de habitantes oscilaba en torno a un diputado por cada 80.000 habitan-
tes, a nuestros entonces 36.000.000 españoles les hubiera correspondido 
una Cámara Baja de unos 450 diputados  15.

Cuando nos preguntamos sobre el porqué del reducido tamaño de la 
Cámara Baja, creemos que la respuesta es distinta según el momento his-
tórico en que nos situemos. Al comienzo de la Transición Política, lo que 
se buscaba con un número bajo de diputados era reducir la proporcionali-
dad real del sistema electoral (más en concreto, de las cincuenta y dos cir-
cunscripciones en que se dividía el territorio nacional), pese al tenor literal 
de la disposición transitoria primera de la LRP («Las elecciones al Congre-
so se inspirarán en criterios de representación proporcional»). En efecto, 
como explicaremos seguidamente, los procuradores en Cortes franquistas 
preferían que los diputados —igual que los senadores— fueran elegidos 
con fórmulas mayoritarias, siendo preciso que el Gobierno de Adolfo Suá-
rez se esforzará en convencerles de lo contrario. Para lograrlo les expli-
có que, pese al tenor literal de la LRP, el sistema sería poco proporcional, 
pues se introducían diversos mecanismos para lograr este objetivo, uno de 
los cuales era precisamente la reducida magnitud de la Cámara  16. El pro-
fesor Alzaga Villaamil afirma que el pequeño tamaño del Congreso de los 
Diputados era un «mecanismo de seguridad complementario» para sobre-
ponderar el voto rural  17.

Por su parte, si nos preguntamos por qué hoy —casi cincuenta años 
después, con catorce millones más de habitantes y habiendo gobernado 
todos los partidos políticos importantes— se mantiene la modesta cifra 
de trescientos cincuenta parlamentarios, la respuesta debe buscarse en 
otras motivaciones. Estas son, a nuestro entender, de orden psicológico. 
En efecto, el amplio desprestigio que acompaña, cada vez más, a nuestra 
clase política, le ha aconsejado no incrementar el número de sus integran-
tes, aunque solo sea en lo que resulta más visible a los ciudadanos. Es con-
veniente recordar, en este punto, que el actual Congreso podría aumentar 
moderadamente su tamaño, hasta los cuatrocientos diputados, sin necesi-
dad de reformar la Constitución, pues es el número máximo de la horqui-
lla que abre el citado art. 68.1 CE.

Los diputados del Congreso eran «elegidos por sufragio universal, 
directo y secreto de los españoles mayores de edad». En aquel momen-

15  Cfr. Ó. Alzaga Villaamil, «Sobre el origen...», op. cit., pp. 119-120.
16  En el mismo sentido, cfr. J. S ierra Rodríguez, «El sistema electoral de la Transición 

española», Revista Iberoamericana de Autogestión y Acción Comunal, núm. 78-79 (2021), p. 266.
17  Cfr. Ó. Alzaga Villaamil, «Sobre el origen...», op. cit., pp. 119-120.
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to histórico, la mayoría de edad aún se mantenía en los veintiún años y 
no se modificaría para las elecciones generales de 15 de junio de 1977  18. 
Sin embargo, pocas semanas antes del referéndum constitucional del 6 
de diciembre de 1978, el Real Decreto-ley 33/1978, de 16 de noviembre, 
sobre mayoría de edad (BOE del día siguiente), la redujo a los dieciocho 
años, con la finalidad obvia de posibilitar el voto de los jóvenes en dicho 
referéndum  19. La Exposición de Motivos de este Real Decreto-ley, tras 
reconocer que «el momento actual de la sociedad española es sensible-
mente distinto al que la misma presentaba» en 1943, afirmaba que «los 
supuestos sociales expuestos, unidos al momento de transformación polí-
tica que vive nuestro país, aconsejan proceder con urgencia a adelantar la 
mayoría de edad con el objeto de posibilitar la plena incorporación de la 
juventud española a la vida jurídica, social y política del país». Edad, la de 
dieciocho años, que quedó consagrada, a todos los efectos, en el art. 12 
de la Constitución.

1.2. � La fórmula electoral del Congreso de los Diputados

En el otoño de 1976, al discutirse la Ley para la Reforma Política en las 
Cortes franquistas, la mayoría de los procuradores se inclinaban, también 
para el Congreso de los Diputados, por un sistema electoral mayoritario 
frente a un sistema de carácter proporcional, tal como había recomendado 
el Consejo Nacional del Movimiento  20. Esta preferencia tenía posiblemen-
te dos causas: una ideológica y otra personal. La primera, porque pensa-

18  Sobre la participación ciudadana en las elecciones generales de 1977, comparándola 
con la que se produjo en el referéndum para la aprobación de la LRP pocos meses antes, cfr. 
L. López Guerra, «Abstencionismo electoral en contextos no democráticos y de transición: 
el caso español», Revista Española de Investigaciones Sociológicas, núm. 2 (1978), pp. 63-69.

19  Cfr. A. V illanueva Turnes, «La mayoría de edad. Artículo 12 de la Constitución 
Española de 1978», Estudios de Deusto, vol. 65, núm. 2 (2017) p. 325, y J. Sierra Rodríguez, 
«El sistema electoral...», op. cit., p. 259.

20  El Consejo Nacional del Movimiento, quintaesencia de la ideología franquista, en su 
Informe al Proyecto de Ley para la Reforma Política había manifestado dicha preferencia, al 
afirmar: «Existe, prácticamente, un consenso doctrinal en considerar que el sistema mayo-
ritario [...] tiende a la formación en las Cámaras de una mayoría homogénea que facilita la 
labor legislativa [...] la representación proporcional puede fomentar un sistema de partidos 
múltiples e independientes, mientras que el escrutinio mayoritario a una sola vuelta tiende a 
la simplificación de partidos. El Consejo Nacional [...] cree recomendable el sistema mayo-
ritario para ambas Cámaras, ya que solo a través de él puede lograrse un número no excesi-
vo de opciones políticas» (Boletín Oficial de las Cortes Españolas, núm. 1531, de 21 de octu-
bre de 1976, pp. 37105-37112).
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ban que el sistema mayoritario cerraría el paso a gran parte de los partidos 
políticos que concurriesen a las elecciones (recordemos que los procura-
dores en Cortes habían hecho profesión de fe antipartidista al jurar, solem-
nemente, los Principios Fundamentales del Movimiento Nacional). La 
segunda, porque los procuradores que no querían terminar su carrera polí-
tica con el fin del franquismo tenían la esperanza —surgida de motu pro-
prio o a instancias de voces interesadas— de tener «cierto terreno ganado 
en su futuro distrito» si se establecía un sistema mayoritario  21. Por el con-
trario, la oposición democrática y el Gobierno de Adolfo Suárez preferían 
un sistema electoral proporcional  22. Aquella porque entendía que la pro-
porcionalidad era sinónimo de justicia («a cada uno lo suyo»), y este para 
evitar que se reprodujera el enfrentamiento de los españoles en dos ban-
dos irreconciliables. En efecto, el Gobierno del presidente Suárez también 
apostaba por un modelo proporcional, aunque fuera atenuado  23, para evi-
tar que aparecieran —una vez más— las «dos Españas» contendiendo en 
frentes antagónicos, que era el resultado previsible de un sistema electo-
ral mayoritario.

Para lograr que los procuradores franquistas cambiaran de criterio y 
apoyaran la opción electoral proporcional para el Congreso de los Dipu-
tados  24, el Gobierno (además de utilizar otras técnicas menos jurídicas, 

21  Cfr. A. Torres del Moral, «Prólogo» al libro colectivo A. Torres del Moral (dir.) y 
F. Martínez Arriba (coord.), Análise das eleccións autonómicas galegas do 21 de outubro de 
2012. Reflexións sobre o sistema electoral, Santiago de Compostela, Andavira, 2013, p. 12. 
También, cfr. C. Vidal Prado, El sistema electoral español: una propuesta de reforma, Gra-
nada, Método, 1995, p. 152, y A. Uribe Otarola, «El sistema electoral de la Transición a 
examen: ¿es necesaria su reforma?», Aportes. Revista de Historia Contemporánea, núm. 94 
(2017), p. 196.

22  Como afirma el profesor Óscar Alzaga Villaamil, uno de los protagonistas relevantes 
en nuestra Transición Política, «la mayoría de los partidos de la ilegal oposición democráti-
ca asumían la tesis de la superior calidad de la representación proporcional, sobre el sistema 
mayoritario. [...] De manera que los cuadros de los partidos ilegales de la oposición, demo-
cristianos, socialistas y liberales —situados en la estela de los europeos homólogos—, tenía-
mos clara nuestra exigencia de que unas Cortes constituyentes se eligieran por el sistema de 
representación proporcional [...] veíamos la representación proporcional como una cuestión 
de principio [...]. Durante el franquismo numerosos profesores veníamos apuntando en esta 
dirección, criticando los vicios a que había conducido el sistema mayoritario en nuestra his-
toria y subrayando lo positivo del sistema de representación proporcional, en estudios teóri-
cos sobre el mismo, acudiendo al Derecho Comparado europeo, o apoyándonos en la histo-
ria». Cfr. Ó. Alzaga Villaamil, «Sobre el origen...», op cit., pp. 114, 115 y 117.

23  «Proporcional, ma non troppo», se dijo en alguna ocasión.
24  Como afirma el profesor Francisco Fernández Segado (Aproximación a la nueva nor-

mativa electoral, Madrid, Dykinson, 1986, p. 17), «el pacto del Gobierno con los procurado-
res en Cortes [franquistas] fue inexcusable, pues estaba en juego la propia viabilidad de una 
reforma profunda dentro del respeto formal de la legalidad vigente; esos condicionamien-
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pero no menos eficaces —como prometerles un puesto en los cuaren-
ta senadores de elección real o recordarles que en España funcionaba 
la Inspección de Hacienda  25—) hizo especial hincapié en que la elec-
ción de las Cortes sería —pese al tenor literal de la LRP  26— realmente 
poco proporcional. En tal sentido, subrayaba que establecía un sistema 
de escrutinio mayoritario para el Senado (amén de los senadores regios), 
que fijaba un número de diputados reducido (trescientos cincuenta), que 
otorgaba una cuota fija de diputados a cada una de las cincuenta provin-
cias al margen del criterio poblacional y que introducía una barrera elec-
toral, para dejar fuera del Parlamento a los partidos políticos con esca-
sos apoyos. A la postre, como afirma el profesor Torres del Moral  27, «las 
Cortes orgánicas quedaron doblegadas, como corresponde a una “Cáma-
ra de aplauso” propia de un régimen no democrático. Quien está acos-
tumbrado a aplaudir a su jefe, quiere seguir haciéndolo con el nuevo 
para tenerlo contento y que este lo mantenga en su sinecura». Así, el 
segundo párrafo de la disposición transitoria primera de la LRP afirma-
ba que, para los primeros comicios a Cortes Generales, «las elecciones al 
Congreso se inspirarán en criterios de representación proporcional». Y 
el Real Decreto-ley 20/1977, sobre normas electorales, concretó, expli-
cando su funcionamiento, que dicha fórmula proporcional sería la regla 
D’Hondt (art. 20).

La regla D’Hondt —que debe su denominación a su creador, el jurista 
y matemático belga Víctor d’Hondt— es el criterio de reparto proporcio-
nal de escaños que, como a acabamos de subrayar, está vigente en nuestro 
ordenamiento jurídico desde el Real Decreto-ley 20/1977 (art. 20, aparta-
dos 4, 5 y 6). En efecto, la fórmula electoral que se utilizó durante la Tran-
sición Político para el Congreso de los Diputados se generalizó, tras la 
entrada en vigor de la Constitución, para todo tipo de elecciones políticas, 
a excepción del Senado. Concretamente, el legislador estatal ha estableci-
do la fórmula D’Hondt para las elecciones al Congreso de los Diputados 
(art. 163 LOREG), a los Ayuntamientos (art. 180 LOREG), a los Cabildos 
Insulares canarios (art. 201.3 LOREG) y al Parlamento Europeo (art. 216 

tos con que se lastró la normativa electoral fueron posiblemente el único medio de sacar ade-
lante la Ley para la Reforma Política, pero es evidente que, en cierto modo, condicionaron el 
devenir del proceso político subsiguiente» (la cursiva es nuestra).

25  Cfr. A. Torres del Moral, «Prólogo», op. cit., pp. 12-13.
26  La disposición transitoria primera de la LRP afirmaba lo siguiente: «El Gobierno 

regulará las primeras elecciones a Cortes para constituir un Congreso de 350 diputados... 
Las elecciones al Congreso se inspirarán en criterios de representación proporcional...».

27  Cfr. A. Torres del Moral, «Prólogo», op. cit., p. 13.
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LOREG), y todos los legisladores autonómicos la han consagrado para las 
elecciones a sus respectivas Asambleas Legislativas  28.

El éxito y la difusión de esta fórmula de reparto proporcional se deben, 
en parte, a la simplicidad del método utilizado. En esencia, como es sabi-
do, la fórmula D’Hondt consiste en dividir los resultados electorales de las 
candidaturas que se han presentado en una determinada circunscripción 
por la sucesión de los números naturales (esto es, 1, 2, 3, 4, y siguientes) 
hasta llegar al número total de escaños que hay que elegir en dicho distrito. 
Los cocientes obtenidos de las divisiones referidas se sitúan en un cuadro, 
atribuyéndose los escaños en liza a los partidos que obtienen los cocientes 
más altos, por orden decreciente  29.

La aplicación concreta de la fórmula D’Hondt se explica (incluso con 
el mismo ejemplo) tanto en el Real Decreto-ley 20/1977, de 18 de marzo, 
sobre normas electorales (art. 20, apartados 4, 5 y 6), como en la LOREG 
(art. 163.1), en los siguientes términos: a) no se tienen en cuenta aquellas 
candidaturas que no hayan superado la barrera electoral establecida (en el 
caso de que esta, efectivamente, se haya fijado), es decir, las que no hayan 
logrado el porcentaje mínimo de votos exigido para entrar en el reparto de 
escaños; b) se ordenan de mayor a menor, en una columna, las cifras de votos 
obtenidos por las restantes candidaturas; c) se divide el número de votos 
obtenidos por cada candidatura por 1, 2, 3, 4, etc., hasta un número igual 
al de escaños correspondientes a la circunscripción, formándose un cuadro 
con los cocientes resultantes de las divisiones anteriores. Los escaños se atri-
buyen a las candidaturas que obtengan los cocientes mayores en el cuadro 
indicado, atendiendo a un orden decreciente; d) cuando en la relación de 
cocientes coincidan dos correspondientes a distintas candidaturas, el esca-
ño se atribuirá a la que haya obtenido mayor número total de votos en la cir-
cunscripción. Si hubiera dos candidaturas con igual número total de votos, 
el primer empate se resolverá por sorteo y los sucesivos de forma alternati-
va; e) los escaños correspondientes a cada candidatura se adjudicarán a los 
candidatos incluidos en ellas, por el orden de colocación en que aparezcan.

El Tribunal Constitucional afirma que, de la aplicación de esta fór-
mula de reparto, «resulta cierta ventaja para las listas más votadas, y ello 

28  Cfr. J. O liver Araujo, Los sistemas electorales autonómicos, Barcelona, Insti-
tut d’Estudis Autonòmics (Generalitat de Catalunya), 2011, esp. pp.  276-285. Cataluña, 
como es sabido, carece de legislación electoral propia, utilizando, en lo que resulta preci-
so, la LOREG.

29  Por todos, cfr. M. Baras Gómez y J. Botella Corral, El sistema electoral..., op. cit., 
pp. 185-190.
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como consecuencia del peculiar sistema de cocientes sucesivos que dicha 
regla articula»  30. De hecho, esta fórmula opera —añade en otra sentencia— 
«como correctivo de la regla de proporcionalidad pura, y como tal es una 
modulación» de la misma  31. Estos efectos también han sido subrayados por 
una parte de la doctrina. Así, según el profesor Gálvez Muñoz  32, la regla 
D’Hondt «ha triunfado por su sencillez y, al mismo tiempo, por ser una de 
las “menos proporcionales” entre las fórmulas calificadas como proporcio-
nales». En la misma línea, los profesores Baras Gómez y Botella Corral  33 
afirman que dicha regla «tiende a favorecer al partido mayor, concedién-
dole una representación superior a la estrictamente proporcional». Cri-
terio que comparte el profesor Sanz Pérez  34, al señalar que, precisamen-
te en esta circunstancia, radica «la mayor virtud de la fórmula D’Hondt» 
(pues facilita la formación de Gobiernos estables) y su «mayor defecto» 
(pues produce repartos de escaños que están lejos de la pura proporciona-
lidad). Volveremos más adelante, para realizar algunas precisiones, sobre 
esta cuestión.

1.3. � Las listas cerradas y bloqueadas

El aspecto más rechazado por la ciudadanía —y más querido por las 
oligarquías partidistas— de nuestro sistema electoral, desde la época de 
la Transición Política hasta nuestros días, es que las listas de candidatos 
que presentan los partidos  35 al concurrir a las elecciones al Congreso de 
los Diputados eran y son cerradas (no pueden mezclarse nombres de dis-
tintas candidaturas) y bloqueadas (no pueden darse votos de preferencia 
dentro de una misma candidatura)  36. Así lo establecía el art. 32.2 del Real 

30  STC 75/1985, de 21 de junio (ponente: Ángel Escudero del Corral), BOE de 17 de 
julio de 1985, FJ 5.º.

31  STC  4/1992, de 13 de enero (ponente: Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo Ferrer), 
BOE de 13 de febrero de 1992, FJ 3.º.

32  Cfr. L. A. Gálvez Muñoz, «Ciudadanía y derechos: el régimen de la participación 
política», en J. A. López Pellicer y L. A. Gálvez Muñoz (coords.), Derecho Autonómico de 
la Región de Murcia, Murcia, Universidad de Murcia, 2008, p. 94.

33  Cfr. M. Baras Gómez y J. Botella Corral, El sistema electoral..., op. cit., p. 190.
34  Cfr. Á. L. Sanz Pérez, «El sistema electoral en las Comunidades Autónomas: la eco-

nomía normativa exagerada», Asamblea. Revista Parlamentaria de la Asamblea de Madrid, 
núm. 17 (2007), p. 192.

35  Partidos, federaciones, coaliciones y agrupaciones de electores (30.3 RDL 20/1977 y 
art. 44.1 LOREG).

36  Esta forma de voto —que, como afirman los profesores J.  R.  Montero Gibert y 
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Decreto-ley 20/1977 (al dejar en manos del presentador de la candidatura 
«el orden de colocación de los candidatos dentro de cada lista»  37) en rela-
ción con el art. 20.6 de la misma norma (que, como un punto más del pre-
cepto que explicaba el funcionamiento de la regla D’Hondt, afirmaba que, 
«determinado el número de escaños que corresponde a cada lista, serán 
adjudicados a los candidatos incluidos en la misma por el orden de colo-
cación en que aparezcan»). Como subraya, con pesar, el profesor Alza-
ga Villaamil  38, «se consagró así el sistema de listas cerradas y bloqueadas, 
privando a los electores de poder elegir de una lista a quienes estimaran 
mejores». Y añade, desde un conocimiento personal muy privilegiado, que 
el Gobierno de Suárez «se reservó que personas ad hoc pudiesen decidir 
quienes ocuparían en las listas al Congreso puestos que conllevasen esca-
ño seguro y quienes figurarían en posiciones inferiores, sumergiéndonos 
de nuevo en nuestra afición decimonónica al encasillamiento». Por ello, 
entiende que las listas cerradas y bloqueadas parten de una «la filosofía 
autoritaria».

El poder de elaborar las listas electorales, esto es, de decidir quiénes 
integran las candidaturas y en qué orden —lo que permite, con o sin fun-
damento objetivo, premiar, castigar, saborear el poder en estado puro y, 
en definitiva, cambiar vidas— es una tentación demasiado grande para 
que las cúpulas dirigentes de los partidos políticos, tras la aprobación de 
la Constitución de 1978, hayan querido renunciar a dicho poder. Así, tra-
sunto de la normativa electoral de la Transición Política, la LOREG orde-
na que, «cuando la presentación deba realizarse mediante listas, cada una 
debe incluir tantos candidatos como cargos a elegir [...] con la expresión 
del orden de colocación tanto de los candidatos como de los suplentes» 
(art. 46.3), y que «los escaños correspondientes a cada candidatura se adju-
dican a los candidatos incluidos en ella, por el orden de colocación en que 
aparezcan» [art. 163.1.e)].

En tres emotivas páginas de su excelente artículo titulado «Sobre 
el origen de nuestro sistema electoral y sus secuelas en nuestros parti-

C. Fernández Esquer («Cuatro décadas...», op. cit., p. 26), es «excepcional en el panorama 
europeo»— provoca que quede en manos de la cúpula de los partidos políticos la «composi-
ción y la ordenación» de las candidaturas, lo que «ha favorecido una férrea disciplina de par-
tido» [M. Á. Presno Linera, «El sistema electoral español desde sus orígenes hasta la Cons-
titución de 1978», Historia Constitucional, núm. 19 (2018), pp. 109-110].

37  Art. 32.2 RDL: «Las listas se presentarán ante la Junta Provincial, expresando cla-
ramente los datos siguientes: [...] Tercero. El orden de colocación de los candidatos dentro 
de cada lista».

38  Cfr. Ó. Alzaga Villaamil, «Sobre el origen...», op. cit., pp. 128, 134 y 135.
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dos y en la dinámica pública»  39, el profesor Alzaga Villaamil nos sinteti-
za la última conferencia del profesor Manuel Jiménez de Parga, en la Real 
Academia de Ciencias Morales y Políticas, titulada «España: final de una 
etapa histórica»  40, así como una conversación posterior, «mano a mano» 
entre ambos, para poder «seguir hablando de tan delicado tema [...] en 
la intimidad». En dicha conferencia, el profesor Jiménez de Parga expu-
so sus preocupaciones sobre la deriva negativa de nuestro sistema cons-
titucional, que en su opinión traía causa de las decisiones del Gobierno 
de Adolfo Suárez. Así, con respecto a la legislación electoral, afirmó que 
«el sistema electoral establecido por el Real Decreto-ley de 18 de marzo 
de 1977 no satisfacía plenamente las aspiraciones democráticas. La fór-
mula de las listas cerradas y bloqueadas genera una representación polí-
tica despersonalizada: los ciudadanos no se pronuncian a favor de seres 
humanos, con sus virtudes y sus defectos, a los que conocen y en los que 
confían, sino que la relación de nombres —muchos de ellos distantes y 
desconocidos— va envuelta en las siglas de un partido; la elección es, en 
esencia, un acto de apoyo a la correspondiente formación política. El peso 
específico de los candidatos influye poco en la decisión». El antiguo pre-
sidente del Tribunal Constitucional contó que, durante la tramitación de 
la normativa electoral de la Transición, expuso sus reservas a la misma. A 
lo que «el Gobierno de entonces alegó que era una solución provisional»; 
sin embargo —añadía el profesor Jiménez de Parga—, «lo provisional se 
ha convertido en permanente, gracias a las sucesivas decisiones políticas», 
ya que la LOREG ha consagrado «las maléficas listas cerradas y bloquea-
das». Como afirma el profesor Alzaga Villaamil  41, «Jiménez de Parga no 
exageraba cuando sostenía que con este mecanismo “los partidos políti-
cos se convierten en partidos de empleados”, terminología muy descripti-
va de la relación de dependencia de sus cuadros respecto de los dirigen-
tes, que consideraba una grave dolencia: “Lo que se presentó como un 
padecimiento inevitable, limitado en el tiempo, es ahora una enfermedad 
crónica que afecta a la salud de la democracia española” y, tras exponer 
que a lo largo de estos años se han diagnosticado las causas de la dolen-
cia, apuntaba a que tan grave enfermedad parecía incurable, “pues los 

39  Ibid., pp. 128-130 y 137.
40  Dicha conferencia fue pronunciada el 19 de febrero de 2013. El texto completo de la 

misma puede verse en M. Jiménez de Parga y Cabrera, «España: final de una etapa históri-
ca», Anales de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, núm. 90 (2013), pp. 423-440 
(por lo que ahora nos interesa, pp. 424-426). 

41  Cfr. Ó. Alzaga Villaamil, «Sobre el origen...», op. cit., pp. 128-129.
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que dominan los diferentes partidos están encantados con la tarea de con-
feccionar las listas” electorales». Ya en su entrevista personal posterior a 
la conferencia, el profesor Jiménez de Parga comentó al profesor Alza-
ga Villaamil (quien, según manifiesta, comparte su opinión) «su pobre 
impresión sobre el nivel de los dirigentes y cuadros de los partidos de 
empleados y sostenía que en ese mal sistema de partidos hacían carrera 
quienes, no destacando ni por su formación intelectual ni por otras cuali-
dades, buscaban “un puesto de trabajo segurito” en su partido para hacer 
una larga carrera en cargos retribuidos hasta alcanzar la jubilación con la 
pensión correspondiente. Desde esa preocupación, resultaba prioritario 
para los políticos no perder su puesto de trabajo y como la incorporación 
a una lista electoral solo dependía del dedazo en la elaboración de las lis-
tas, la única condición para alcanzar éxito en la política era comportarse 
como persona fiel a sus superiores».

1.4. � Las circunscripciones en la elección del Congreso de los Diputados: 
las provincias y las ciudades autónomas

En una primera aproximación, podemos definir la circunscripción 
electoral o el distrito electoral (que hoy, en España, son conceptos sinóni-
mos) como cada una de las porciones en que se divide el territorio de una 
entidad política a efectos electorales  42. Pues bien, la disposición transito-
ria primera de la LRP, tras afirmar que las elecciones al Congreso se ins-
pirarían en criterios de representación proporcional, añadía unas bases de 
obligado cumplimiento por parte del legislador. La segunda de las cua-
les exigía que la circunscripción electoral fuera la provincia (con las lógi-
cas excepciones de las ciudades de Ceuta y Melilla). Dando cumplimiento 
a este mandato, el art. 19.3 del Real Decreto-ley 20/1977 fijada el núme-
ro de diputados que correspondía elegir a cada provincia en las elecciones 
generales de 15 de junio de 1977. La tendencia inmovilista y conservadora 
(en sentido literal) del derecho electoral también aquí resulta patente. En 
efecto, el art. 68.2 CE reitera que la circunscripción electoral es la provin-

42  Cfr. J. M.ª Gil-Robles y Quiñones y N. Pérez-Serrano Jáuregui, Diccionario de tér-
minos electorales y parlamentarios, Madrid, Taurus, 1977, pp. 45 y 92; M. Satrústegui Gil-
Delgado, «El marco territorial de las elecciones», en J. de Esteban Alonso (dir.), El proceso 
electoral, Barcelona, Labor, 1977, pp. 92-93; P. Biscaretti di Ruffìa, Derecho constitucional, 
Madrid, Tecnos, 1987, pp. 314-316, y J. M Vallès Casadevall y A. Bosch Gardella, Siste-
mas electorales y gobierno representativo, Barcelona, Ariel, 1997, pp. 77-78.
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cia  43 (asimismo con las excepciones de las dos ciudades norteafricanas de 
soberanía española).

A nuestro juicio, la provincia como circunscripción electoral, en la 
legislación de la Transición Política y en la normativa constitucional pos-
terior, era previsible, pues es la menos conflictiva por su histórico carác-
ter de división territorial jurídico-administrativa. Ello está en consonan-
cia con los criterios utilizados por la mayoría de los países de la Unión 
Europea que, como regla general, hacen coincidir las circunscripciones 
electorales «con las divisiones territoriales de naturaleza política o admi-
nistrativa» ya existentes, cuyos límites son normalmente respetados  44. La 
utilización de la provincia como distrito electoral tiene, en opinión del 
profesor Gavara de Cara  45, la ventaja de que se trata «de una división 
territorial neutral y objetiva», frente a otras divisiones creadas ex novo 
que pueden ser acusadas, con motivo o sin él, de pretender manipula-
ciones de gerrymandering. En opinión de este autor, la provincia —crea-
da por Javier de Burgos, en 1833, en un contexto radicalmente distinto al 
actual— «es la demarcación tradicional que permite obviar cualquier tipo 
de manipulación política que puede conllevar la creación de una especí-
fica circunscripción inexistente o no aplicada a otros procesos electora-
les con anterioridad. En este sentido —afirma—, la provincia era una cir-
cunscripción objetivamente delimitada y sin excesivos problemas sobre 
sus límites geográficos». Además, el profesor Gavara de Cara también 
defiende las ventajas de utilizar la provincia como circunscripción elec-
toral subrayando lo que, a su juicio, son inconvenientes de emplear para 
esta finalidad la agrupación de municipios. Así, afirma que, si la circuns-
cripción «se delimita sobre la base de municipios concretos, la desapari-
ción o modificación de estos, que suele ser más frecuente, implicará una 
nueva delimitación territorial electoral». O, dicho con otras palabras, que 
cualquier modificación de los límites territoriales municipales requerirá 
forzosamente una reforma de la ley electoral, con los problemas deriva-
dos del alto grado de consenso que suele exigirse para llevar a buen puer-
to su reforma.

43  Sobre la provincia como circunscripción en las elecciones a la Cámara Baja, cfr. 
M. Garrote de Marcos, El ámbito territorial de las elecciones al Congreso de los Diputados 
en España, Madrid, Congreso de los Diputados, 2007, esp. pp. 167-337.

44  Cfr. Consejo de Estado, Informe del Consejo de Estado sobre las propuestas de modi-
ficación del régimen electoral general, 24 de febrero de 2009, disponible en http://www.
consejo-estado.es/pdf/REGIMEN-ELECTORAL.pdf, pp. 157 y 167.

45  Cfr. J. C. Gavara de Cara, La homogeneidad..., op. cit., pp. 221-222 y 225-228.
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A pesar de lo anterior, hay que subrayar que la opción provincial no 
está exenta de críticas. En efecto, un sector doctrinal considera «que la 
provincia no es en la actualidad una unidad con entidad política suficien-
te, sino una simple división administrativa decimonónica que, desde el 
punto de vista de una acción política homogénea, ha sido superada por 
las Comunidades Autónomas»  46. Ciertamente, sin querer deducir de ello 
consecuencias mecánicas ni apresuradas, es evidente que el protagonismo 
político ha pasado, en gran medida, de las provincias a las Comunidades 
Autónomas (y, por tanto, del ámbito territorial provincial al autonómico). 
No obstante —como señala, con voluntad descriptiva, el profesor Torres 
del Moral  47—, «la vilipendiada provincia, cuya desaparición es tan solici-
tada por algunos, no solo se mantiene por disposición constitucional como 
circunscripción electoral para el Congreso y para el Senado (arts. 68 y 69 
de la Constitución), sino que también los Estatutos de Autonomía y las 
leyes autonómicas», en la mayoría de los casos, «han cifrado en ella la cir-
cunscripción para sus respectivas elecciones». Por ello, nos parece eviden-
te que este elemento afrancesado, que viene de la legislación de la Transi-
ción Política, está lejos de ser sustituido.

1.5. � El reparto de los diputados entre las provincias:  
un mínimo inicial y el resto en función de la población.  
Efectos sobre la proporcionalidad del sistema electoral

La disposición transitoria primera de la LRP, tras afirmar que la cir-
cunscripción electoral era la provincia, ordenaba que se fijase «un núme-
ro mínimo inicial de diputados para cada una» de las cincuenta provincias. 
Con ello se recortaba la representación de los ciudadanos y se premiaba la 
representación de los territorios, esto es, de las provincias más despobla-
das, que, como era sabido, eran las más conservadoras. Se introducía, por 
tanto, un factor de sobrerrepresentación de la España rural y, consiguien-
temente, de subrepresentación de la España urbana (y, sobre el papel, al 
menos entonces, más progresista). Esta norma reductora de la proporcio-
nalidad poblacional se vio generosamente desarrollada por el Real Decre-

46  Cfr. Consejo de Estado, Informe del Consejo..., op. cit., pp. 157 y 167.
47  Cfr. A. Torres del Moral, «Sistemas electorales y sistemas de partidos en las Comu-

nidades Autónomas», en L. A. Gálvez Muñoz (dir.), El Derecho electoral de las Comunida-
des Autónomas. Revisión y mejora, Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constituciona-
les, 2009, p. 224.
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to-ley 20/1977, al establecer que el mínimo inicial por provincia (al mar-
gen de la población) sería de dos diputados. En concreto, el punto IV de 
su Exposición de Motivos establecía este número y la justificación del 
mismo: «Determinado por la Ley para la Reforma Política el número total 
de diputados y senadores, corresponde al presente Real Decreto-ley la dis-
tribución de dicho número entre las diferentes provincias españolas». Y 
añadía: «En cuanto a los primeros, se ha considerado conveniente asegu-
rar un número inicial de dos diputados por provincia y dividir el resto de 
los diputados en función de la población». Y concluía con voluntad justi-
ficativa: «De esta forma se suavizan en alguna medida los efectos de nues-
tra irregular demografía y se atiende a un mayor equilibrio territorial en la 
representación». Llama la atención que este mínimo inicial (dos) por pro-
vincia no aparezca, sin embargo, recogido en ningún artículo del referi-
do Real Decreto-ley. Si bien, su art. 19.3 nos indicaba, de forma singulari-
zada, los diputados que elegiría cada provincia aplicando la regla de dos 
diputados iniciales y el resto según la población. Este resto, que se repar-
tía atendiendo al criterio poblacional, estaba integrado por 248 diputa-
dos (es decir, los que quedaban después de restar de los 350 totales los 
102 de asignación automática —dos a cada una de las cincuenta provin-
cias, más uno a Ceuta y otro a Melilla—). En concreto, el Real Decreto-
ley 20/1977 explicaba que atribuía «un escaño por cada ciento cuarenta y 
cuatro mil quinientos habitantes o restos de población superiores a seten-
ta mil» (punto IV de la Exposición de Motivos).

Como acabamos de subrayar, el art. 19.3 RDL nos informaba del núme-
ro de diputados que elegiría cada provincia aplicando las reglas indicadas: 
«Será elegido el número de diputados siguientes: Tres en Soria, Guadala-
jara, Segovia, Teruel, Palencia, Ávila y Huesca; cuatro en Cuenca, Zamo-
ra, Álava, Logroño, Albacete, Lérida, Burgos y Salamanca; cinco en Alme-
ría, Huelva, Castellón, Lugo, Cáceres, Orense, Gerona, Valladolid, Toledo, 
Tarragona, Ciudad Real, Navarra y Santander; seis en León, Baleares y Las 
Palmas; siete en Badajoz, Jaén, Santa Cruz de Tenerife, Guipúzcoa, Cór-
doba y Granada; ocho en Zaragoza, Pontevedra, Murcia, Málaga y Cádiz; 
nueve en Alicante y La Coruña; diez en Oviedo y Vizcaya; doce en Sevilla; 
quince en Valencia; treinta y dos en Madrid y treinta y tres en Barcelona. 
Los distritos de Ceuta y Melilla elegirán un diputado cada uno de ellos».

La Constitución de 1978 (art. 68.2), con nulo afán innovador, se limita 
a decir que la circunscripción electoral es la provincia, siendo la LOREG 
la norma que determina cuál es el procedimiento de reparto de los dipu-
tados entre ellas. En concreto, reproduciendo la normativa electoral de 
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la Transición, su art. 162.2 afirma que «a cada provincia le corresponde 
un mínimo inicial de dos diputados» y que «las poblaciones de Ceuta y 
Melilla están representadas cada una de ellas por un diputado». Por su 
parte, los doscientos cuarenta y ocho diputados restantes se distribuyen 
entre las provincias en proporción a su población, conforme al siguien-
te procedimiento: a) se obtiene una cuota de reparto resultante de divi-
dir por doscientos cuarenta y ocho la cifra total de la población de dere-
cho de las cincuenta provincias; b) se adjudican a cada provincia tantos 
diputados como resulten, en números enteros, de dividir la población de 
derecho provincial por la cuota de reparto, y c) los diputados restantes 
se distribuyen asignando uno a cada una de las provincias cuyo cocien-
te, obtenido conforme al apartado anterior, tenga una fracción decimal 
mayor (art. 162.3)  48.

En base a estas reglas, en las elecciones generales de 2023, la distri-
bución de escaños por provincias fue la siguiente  49: Dos en Soria; tres en 
Ávila, Cuenca, Guadalajara, Huesca, Palencia, Segovia, Teruel y Zamo-
ra; cuatro en Álava, Albacete, Burgos, Cáceres, León, Lérida, Lugo, Oren-
se, La Rioja y Salamanca; cinco en Badajoz, Cantabria, Castellón, Ciudad 
Real, Huelva, Jaén, Navarra y Valladolid; seis en Almería, Córdoba, Gero-
na, Guipúzcoa, Tarragona y Toledo; siete en Asturias, Granada, Ponteve-
dra, Santa Cruz de Tenerife y Zaragoza; ocho en La Coruña, Vizcaya, Islas 
Baleares y Las Palmas; nueve en Cádiz; diez en Murcia; once en Málaga; 
doce en Alicante y Sevilla; dieciséis en Valencia; treinta y dos en Barcelo-
na; y treinta y siete en Madrid. Las poblaciones de Ceuta y Melilla elegían 
cada una de ellas un diputado. Los resultados que se han ido producien-
do, a partir de las elecciones generales de 1977, en números absolutos, han 
ido progresivamente incrementando los diputados asignados a las provin-
cias urbanas y reduciendo los que corresponden a las rurales. Sin embar-
go, en cifras relativas, al asignar dos diputados iniciales a cada provincia al 
margen de la población, se ha acentuado, cada vez más, el indicado efecto 
de sobrerrepresentar a las provincias rurales (esencialmente agrícolas) y de 
subrepresentar a las provincias urbanas (cuya población se emplea mayo-
ritariamente en la industria y los servicios); consecuencia, sin duda, de la 

48  El decreto de convocatoria de elecciones debe especificar el número de diputados a 
elegir en cada circunscripción, conforme con las reglas que indica el art. 162 (apartado 4 del 
mismo precepto).

49  Real Decreto 400/2023, de 29 de mayo, de disolución del Congreso de los Diputados 
y del Senado y de convocatoria de elecciones (BOE de 30 de mayo de 2023).
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acelerada despoblación de una parte importante del territorio nacional y el 
progresivo incremento poblacional del resto  50.

El objetivo buscado con ambas reglas de reparto poblacional de los 
doscientos cuarenta y ocho diputados no asignados automáticamente (la 
del Real Decreto-ley 20/1977 y la de la LOREG) es el mismo, si bien el 
criterio de distribución que fijaba el primero tenía, por su propia configu-
ración, una eficacia temporal muy limitada, en tanto que el procedimien-
to de distribución que establece la LOREG puede prolongarse sin proble-
mas en el tiempo.

En la mayoría de los supuestos, la magnitud o tamaño de las circuns-
cripciones (esto es, el número de diputados que elige cada una) es el ele-
mento que condiciona de forma más decisiva el funcionamiento real del 
sistema electoral  51, pues es la demarcación territorial que se utiliza para 
«la aplicación de la fórmula electoral y la designación de electos»  52. Cier-
tamente, como apuntaron los profesores Nohlen y Schultze  53, el «efecto 
bonificador» para los grandes partidos, supuestamente derivado del siste-
ma de distribución de la regla D’Hondt, depende fundamentalmente «de 
la magnitud de las circunscripciones». En efecto, muchas de las limitacio-
nes a la proporcionalidad que se achacan a la regla D’Hont son, en reali-
dad, más imputables al pequeño tamaño de los distritos y a las distorsiones 
en el reparto territorial de escaños que a la fórmula electoral propiamente 
dicha  54. Por ello, aunque el preámbulo del Real Decreto-ley 20/1977 cali-
ficó la regla D’Hondt como un «poderoso corrector del excesivo fraccio-
namiento de las representaciones parlamentarias», no puede desconocer-
se que la distorsión de la proporcionalidad se produce mucho más por la 
reducida dimensión de las circunscripciones que por la concreta fórmu-

50  Con criterio análogo, cfr. A. Uribe Otarola, «El sistema electoral...», op. cit., pp. 185 
y 207-208.

51  En el mismo sentido, cfr. P. Padilla Ruiz, «Sistema electoral de Castilla-La Mancha. 
Una reforma necesaria», Revista Aranzadi Doctrinal, núm. 3 (2010), p. 90.

52  Cfr. J. C. Gavara de Cara, La homogeneidad..., op. cit., p. 221.
53  D. Nohlen y R.-O. Schultze, «Los efectos del sistema electoral español sobre la rela-

ción entre sufragios y escaños. Un estudio con motivo de las elecciones a Cortes de octubre 
de 1982», Revista Española de Investigaciones Sociológicas, núm. 30 (1985), p. 180.

54  Con el mismo criterio, cfr. D. Nohlen, Sistemas electorales y partidos políticos,  Méxi-
co, UNAM, Fondo de Cultura Económica, 1994, p. 52; A. Fernández-Miranda Campoa-
mor, «Reflexiones sobre una improbable reforma del sistema electoral del Congreso de los 
Diputados», Revista de Derecho Político, núm. 74 (2009), p. 24; V. Moret Millás, «Artícu
lo 180 LOREG», en M. Delgado-Iribarren García-Campero (coord.), Comentarios a la Ley 
Orgánica del Régimen Electoral General y a la Ley Orgánica de Referéndum, Madrid, La Ley, 
2014, p. 1504; A. Ribas Maura, «Las elecciones locales», Cuadernos de la Facultad de Dere-
cho, núm. 18 (1992), p. 40.
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la proporcional utilizada. Atendiendo a los efectos reales, vemos que por 
debajo de seis escaños —en las elecciones de 1977, eran treinta circuns-
cripciones; y en las de 2023, veintinueve— cualquier sistema proporcional 
produce los efectos propios de un sistema mayoritario corregido. Resulta 
evidente que «el legislador español —primero el preconstitucional y luego 
el postconstitucional— no ha introducido una prima explícita a la mayo-
ría, como sí ha sucedido en otros sistemas electorales de nuestro entorno, 
pero sí ha propiciado que exista esa prima encubierta, pues no cabe cali-
ficar de otro modo esa continuada diferencia entre votos conseguidos y 
escaños» logrados  55.

1.6. � La barrera electoral para el acceso al Congreso de los Diputados

Como ya hemos indicado, uno de los argumentos que utilizó el pri-
mer Gobierno de Adolfo Suárez para lograr que los procuradores en Cor-
tes franquistas —variando su primer posicionamiento sobre la cuestión— 
aceptarán, para el Congreso de los Diputados, un sistema proporcional fue 
que la normativa que se iba a aplicar consagraría una barrera electoral, al 
objeto de dejar fuera del Parlamento a los partidos políticos con escasos 
apoyos. En concreto, sin esconder en absoluto la carga ideológica que la 
inspiraba, la disposición transitoria primera de la LRP afirmaba expresa-
mente que se aplicarían «dispositivos correctores para evitar fragmentacio-
nes inconvenientes de la Cámara, a cuyo efecto se fijarán porcentajes míni-
mos de sufragios para acceder al Congreso». Este precepto —cuya primera 
parte era más propia de una exposición de motivos que de un texto articu-
lado— se refería, de forma diáfana, a la necesidad de establecer una barre-
ra electoral para impedir el paso al Congreso de los Diputados a aquellos 
partidos cuyos resultados estuvieran por debajo de la misma.

Dando cumplimiento al mandato contenido en la LRP, el Real Decreto-
ley 20/1977 [art. 20.4.b)] ordenaba que no fueran «tenidas en cuenta aque-
llas listas que no hubiesen obtenido, por lo menos, el tres por ciento de los 
votos válidos emitidos en el distrito». El Preámbulo (apartado IV, párrafo 
quinto) de dicho Real Decreto-ley nos explicaba, con palabras casi idénticas 
a las de la LRP, la finalidad de dicha cláusula de exclusión, al afirmar que 
«supone un poderoso corrector del excesivo fraccionamiento de las repre-
sentaciones parlamentarias».

55  Cfr. M. Á. Presno Linera, «El sistema electoral...», op. cit., p. 119.
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Esta barrera electoral del 3 por 100, que, como veremos, apenas podía 
tener eficacia real, fue presentada ante los procuradores en Cortes fran-
quistas —cuyos conocimientos en derecho electoral podemos presumir 
que eran, en la mayoría de ellos, más bien escasos— como una de las refe-
ridas técnicas para impedir la presencia de numerosos partidos en el futu-
ro Congreso de los Diputados («evitar fragmentaciones inconvenientes» o 
«corrector del excesivo fraccionamiento»). Con ello, el Gobierno de Adol-
fo Suárez trataba de persuadir a los procuradores franquistas de que todo 
estaría controlado y de que no se repetiría la atomización partidista de la 
Segunda República. La existencia de una barrera electoral (como todo lo 
que podía cercenar la pluralidad partidista) «sonaba bien» a los oídos de 
unos procuradores en Cortes que, como sabemos, habían jurado lealtad al 
partido único. Estas razones psicológico-políticas explican, a nuestro jui-
cio  56, la incorporación de aquella barrera electoral (inane, pero aparente) 
en la normativa de la Transición.

Aprovechando el silencio de la Constitución, que nada dice al respec-
to, la LOREG —siguiendo el precedente del Real Decreto-ley  20/1977 
[art.  20.4.b)]  57— estableció una accesible barrera electoral, cifrada tam-
bién en el 3 por 100 de los votos válidos emitidos en la circunscripción. En 
concreto, el art. 163.1 LOREG, al explicar las reglas conforme a las cuales 
se van a atribuir los escaños en litigo en cada circunscripción en función de 
los resultados del escrutinio (es decir, la fórmula D’Hondt), incorpora un 
primer apartado [letra a)] con el siguiente tenor: «No se tienen en cuen-
ta aquellas candidaturas que no hubieran obtenido, al menos, el tres por 
cien de los votos válidos emitidos en la circunscripción». No deja de sor-
prender que, durante la tramitación parlamentaria de la LOREG, el man-
tenimiento de la barrera electoral procedente de la normativa de la Transi-
ción Política apenas motivase debate, a pesar de que se levantaron algunas 
voces pidiendo su supresión del texto definitivo  58.

Lo primero que llama la atención de esta cláusula de exclusión es su 
escasa efectividad territorial. Ciertamente, teniendo en cuenta la pequeña 
magnitud (es decir, número de escaños atribuidos) de la inmensa mayoría 

56  Cfr. J. Oliver Araujo, Las barreras electorales. Gobernabilidad versus representativi-
dad, Valencia, Tirant lo Blanch, 2017, esp. pp. 87-98.

57  Cfr. M. Araújo Díaz de Terán, «Artículo 163 LOREG», en M. Delgado-Iribarren 
García-Campero (coord.), Comentarios a la Ley Orgánica del Régimen Electoral General y a 
la Ley Orgánica de Referéndum, Madrid, La Ley, 2014, pp. 1379-1380.

58  Cfr. C. Vidal Prado, El sistema electoral..., op.  cit., p. 162, y E. Álvarez Conde y 
S.  García Couso, «La barrera electoral», Revista de Derecho Político, núm.  52 (2001), 
p. 196.
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de las provincias españolas, dicha barrera solo puede tener eficacia de des-
carte (esto es, de impedir el acceso al Congreso de los Diputados a can-
didatos a los que les correspondería un escaño por aplicación de la regla 
D’Hondt) en las provincias de Madrid y Barcelona, pero no en las otras 
cuarenta y ocho circunscripciones provinciales  59 ni, por descontado, en las 
ciudades autónomas de Ceuta y Melilla, donde se utiliza un sistema mayo-
ritario puro  60. En este sentido, se ha afirmado, certeramente, que esta cláu-
sula de exclusión —del 3 por 100 de los votos válidos emitidos en la cir-
cunscripción— «resulta prácticamente estéril desde el punto de vista de 
su incidencia real en la conformación» del Congreso de los Diputados  61, 

59  Los profesores Dieter Nohlen y Rainer-Olaf Schultze («Los efectos...», op.  cit., 
pp. 182-183), ya en 1985, subrayaban que la barrera del 3 por 100 de los votos válidos en la 
circunscripción, aplicada a las elecciones del Congreso de los Diputados, solo podía incidir 
«en las circunscripciones electorales grandes, ya que la magnitud de la circunscripción elec-
toral implica ya un límite más alto del que supone la barrera del mínimo electoral, lo cual se 
cumple, por lo general, para 50 de las 52 circunscripciones en que se divide el país». En el 
mismo sentido, cfr. F. Fernández Segado, Aproximación..., op. cit., pp. 86-92; íd., «La repre-
sentatividad de los sistemas electorales», en Estudios de Derecho Electoral, Lima, Ediciones 
Jurídicas, 1997, pp. 66-67; íd., «El régimen...», op. cit., pp. 157-159. En este último trabajo, 
el profesor Fernández Segado afirma: «A la vista de cómo se diseña esta “cláusula de exclu-
sión”, también conocida como la “cláusula del tres por cien”, hemos de convenir en su esca-
sa operatividad como elemento corrector del excesivo fraccionamiento parlamentario. Esta 
operatividad será ya no mínima, sino que casi podríamos afirmar que nula. [...] El hecho 
de que esta “barrera legal del tres por cien” opere a nivel de cada circunscripción la con-
vierte en absolutamente inoperante en la casi totalidad de las circunscripciones. Debería de 
producirse un fenómeno electoral muy poco previsible [...] para que esta barrera pudiera 
surtir algún efecto práctico, limitado en todo caso a las circunscripciones de tamaño medio-
alto» (las cursivas son nuestras). Con análogo criterio, cfr. M. Satrústegui Gil-Delgado, 
«La elección de las Cortes Generales», en Derecho constitucional, vol. II, Valencia, Tirant lo 
Blanch, 2010, p. 40; M. Bassols Coma, «El sistema electoral español: balance y perspecti-
vas», en F. Pau i Vall (coord.), Parlamento y sistema electoral. VI Jornadas de la Asociación 
Española de Letrados de Parlamentos, Pamplona, Aranzadi, 1999, p. 38; J. Montabes Perei-
ra, «Los sistemas electorales en España y sus posibilidades de reforma (respuestas a cuestio-
nario)», Corts. Anuario de Derecho Parlamentario, núm. 8 (1999), p. 106; A. Penadés de la 
Cruz, «El sistema electoral español (1977-1996)», en J. L. Paniagua Soto y J. C. Monedero 
Fernández (eds.), En torno a la democracia en España, Madrid, Tecnos, 1999, pp. 297-298; 
Á. J. Sánchez Navarro, Constitución, igualdad y proporcionalidad electoral, Madrid, Centro 
de Estudios Políticos y Constitucionales, 1998, p. 91.

60  Las poblaciones de Ceuta y Melilla estaban (art. 19.3, segundo párrafo, Real Decre-
to 20/1977) y están (art. 68.2 CE) representadas cada una de ellas por un diputado.

61  Cfr. F. Martínez Vázquez, «El sistema electoral en las elecciones al Congreso de los 
Diputados y al Senado y sus posibles reformas», en F. Pascua Mateo (dir.), Estado demo-
crático y elecciones libres: cuestiones fundamentales de Derecho electoral, Cizur Menor, Civi-
tas-Thomson Reuters, 2010, p. 244. En el mismo sentido, cuando analiza las propuestas de 
reforma del sistema electoral del Congreso de los Diputados, afirma que la de eliminar la 
barrera electoral, «en términos reales, dista mucho de tener verdadera incidencia sobre la 
representación» (p. 249).
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puesto que, «excluidas las provincias de Madrid y Barcelona, el coste del 
escaño está muy por encima de este porcentaje»  62. Como sintetizaba, grá-
ficamente, el profesor Torres del Moral, la barrera del 3 por  100 en las 
elecciones al Congreso de los Diputados no va «a servir de nada, o de 
casi nada»  63.

En efecto, desde los trabajos publicados por Arend Lijphart en la 
década de los noventa del pasado siglo  64, sabemos una barrera electoral 
del 3 por 100 solo es efectiva en una circunscripción que tiene asignados 
más de veinticuatro escaños. Ello es así porque, con este número de esca-
ños o por debajo de él, a ningún partido con menos del 3 por 100 de los 
votos le correspondería un diputado en el reparto (aun sin existir la barre-
ra electoral). La cifra de la barrera implícita se calcularía con la siguien-
te fórmula: setenta y cinco dividido por «n» más uno debe ser igual a la 
barrera establecida, en este caso, a tres (75/n +1 = 3), siendo «n» el núme-
ro de escaños. Ello significa que, en teoría, una circunscripción de veinti-
cuatro escaños es equivalente a poner una barrera legal del 3 por 100. Si, 
por el contrario, tenemos una circunscripción que elige veinticinco dipu-
tados, la barrera implícita que comporta el número de escaños ya es infe-
rior al 3 por 100 (75/25 + 1 = 75/26 = 2,88 por 100). Por tanto, en este 
último caso la barrera legal sí que tiene un efecto real, pudiendo impe-
dir que un partido político obtenga los escaños que le corresponderían 
por aplicación de la fórmula proporcional. Por el contrario, si la barre-
ra implícita es igual o mayor que la barrera legal (3 por 100), esta última 
carece de efecto real, pues ningún partido político con un apoyo popu-
lar por debajo de la misma sería llamado a ocupar un escaño. Ello ocurri-
ría, con la fórmula indicada, en las circunscripciones que eligen menos de 
veinticinco diputados.

En coherencia con lo anterior, como hemos subrayado, solo en dos cir-
cunscripciones (Madrid y Barcelona) la barrera electoral —del 3 por 100 
de los votos válidos emitidos en la circunscripción— puede tener eficacia 
excluyente de algún partido político al que la fórmula D’Hondt le otor-
gue representación. Circunstancia que se ha confirmado en la práctica. 
En efecto, analizando las dieciséis elecciones al Congreso de los Diputa-

62  Cfr. A. Fernández-Miranda Campoamor, «Reflexiones...», op. cit., p. 24.
63  Cfr. A. T orres del Moral, «La reforma del sistema electoral o la cuadratura del 

círculo», Revista de Derecho Político, núm. 74 (2009), p. 61.
64  Cfr. A. Lijphart, Sistemas electorales y sistemas de partidos: un estudio de veintisiete 

democracias 1945-1990, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1995, pp. 63 y ss. (la 
versión original apareció un año antes en Oxford University Press).
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dos que se han celebrado desde 1977 hasta nuestros días (finales de 2025), 
comprobamos que ha habido un único candidato excluido por aquella 
barrera electoral cuando, de acuerdo con la formula proporcional utiliza-
da para el reparto de escaños, le correspondía obtenerlo. Nos referimos al 
cabeza de lista del Centro Democrático y Social (CDS) por la provincia de 
Madrid en las elecciones generales celebradas el 6 de junio de 1993, que 
obtuvo el 2,97 por 100 de los votos válidos en la circunscripción (93.347), 
lo que le impidió obtener el escaño que según la fórmula D’Hondt le 
correspondía.

A raíz de las anteriores reflexiones nos surge un interrogante sobre cuá-
les eran las intenciones reales del legislador postconstitucional al mantener, 
para las elecciones al Congreso, la referida barrera electoral del 3 por 100 
de los votos válidos emitidos en la circunscripción. Y decimos que nos 
surgen dudas porque el legislador orgánico no podía desconocer que la 
cláusula de exclusión que establecía solo podía tener efectos reales en las 
provincias de Madrid y Barcelona, que superaban ampliamente los veinti-
cinco escaños cada una, en tanto que en las otras cuarenta y ocho provin-
cias sería totalmente ineficaz  65. No olvidemos que, como afirma el profesor 
Remiro Brotóns  66, si la barrera de exclusión que introduce la legislación 
electoral «es inferior a la cuota de votos que reclama la obtención de un 
escaño, parece innecesario mortificar los principios» del sistema propor-
cional con la introducción de dicha barrera. Repetimos, pues, la pregun-
ta: ¿Cuál es la finalidad que se persigue con aquella cláusula de exclusión? 
El profesor Torres del Moral  67 cree que hay que buscar la explicación de 
aquella norma en nuestra singular Transición Política. En concreto, entien-
de que es preciso remontarse a las principales normas que la hicieron posi-
ble, esto es, a la Ley 1/1977, de 4 de enero, para la Reforma Política, y al 
Real Decreto-ley 20/1977, de 18 de marzo, sobre normas electorales, que 
desarrollaba aquella.

Si la barrera del 3 por 100 de los votos válidos emitidos en la circuns-
cripción consagrada en la legislación de la Transición Política puede expli-
carse, al menos en parte, por las razones que hemos expuesto más arriba, 

65  El profesor Carlos Vidal Prado (El sistema electoral..., op.  cit., p. 116) afirma que 
esta barrera es «innecesaria». Adjetivo que hace más referencia a su conveniencia que a sus 
efectos prácticos.

66  Cfr. A. Remiro Brotóns, «La representatividad de la población y de los Estados en 
el Parlamento Europeo», en F. Pau i Vall (coord.), Parlamento y sistema electoral. VI Jorna-
das de la Asociación Española de Letrados de Parlamentos, Pamplona, Aranzadi, 1999, p. 347.

67  Cfr. A. Torres del Moral, «Prólogo», op. cit., esp. pp. 11-15.
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más difícil resulta comprender por qué motivos la mantuvo la LOREG 
en 1985 y por qué la mantiene aún en la actualidad (tras las numerosí-
simas reformas de que ha sido objeto dicha Ley). En sede parlamenta-
ria  68, se afirmó que «lo hemos hecho porque aumentar este tope supon-
dría eliminar de la Cámara la posibilidad de la presencia de alguno de los 
grupos pequeños, sean de ámbito nacional o de ámbito de Comunidades 
Autónomas». Sin despreciar esta argumentación (mantener la barrera en 
el 3 por 100 de los votos válidos emitidos en la circunscripción para no 
excluir a las minorías), creemos que la respuesta más concreta debe bus-
carse en una doble dirección: a) por una parte, en la creencia del legislador 
de que esta cláusula si bien no sirve prácticamente de nada, al ser funda-
mentalmente «ornamental»  69, tampoco daña y, sin embargo, sigue sien-
do una especie de declaración de principios de que los partidos pequeños 
no son bienvenidos al Parlamento español, al tiempo que implícitamente 
se les impele a formar grupos políticos más amplios, mediante un proce-
dimiento de agregación de voluntades  70; b) por otra parte, la inclusión de 
esta barrera prácticamente ineficaz se explicaría por la conocida tendencia 
inmovilista del legislador electoral, a la que nos hemos referido in extenso 
al comienzo de este trabajo.

2.  La influencia sobre la normativa que regula la elección del Senado

2.1. � El tamaño del Senado

El art. 2.3 LRP establecía que lo senadores serían elegidos «en repre-
sentación de las entidades territoriales»  71, añadiendo que el rey podría 

68  Cfr. Cortes Generales, LOREG. Trabajos Parlamentarios, Madrid, Publicaciones de 
las Cortes Generales, 1985, p 8064.

69  El profesor Aureliano Yanes Herreros («Los sistemas electorales para las Asambleas 
Legislativas de las Comunidades Autónomas», en IV Jornadas de Derecho Parlamentario: 
reflexiones sobre el régimen electoral, Madrid, Congreso de los Diputados, 1997, pp. 53-54), 
en términos genéricos, se refiere a «la función ornamental de la cláusula de exclusión, cuya 
incorporación sería resultado más de una reproducción mimética o irreflexiva de una moda 
que una fundada preocupación para evitar la excesiva fragmentación parlamentaria».

70  En la misma línea de pensamiento, el profesor Francesc Pallarés Porta («Siste-
ma electoral y sistema de partidos», en F. Pau i Vall (coord.), Parlamento y sistema electo-
ral. VI Jornadas de la Asociación Española de Letrados de Parlamentos, Pamplona, Aranzadi, 
1999, p. 75) afirma que dicha barrera, aunque es prácticamente irrelevante, «es un mecanis-
mo para limitar los incentivos a formar nuevos partidos».

71  Pocos días antes de aprobarse en las Cortes la LRP, el profesor Pablo Lucas Verdú 
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«designar para cada legislatura senadores en número no superior a la quin-
ta parte del de los elegidos». Por su parte, la disposición transitoria prime-
ra de dicha Ley afirmaba que el Gobierno regularía las primeras elecciones 
a Cortes, que —por lo que se refería a la Cámara Alta— estaría integrada 
por 207 senadores (electivos), «a razón de cuatro por provincia y uno más 
por cada provincia insular, dos por Ceuta y dos por Melilla». Precisaba, a 
continuación, que estos senadores serían «elegidos por sufragio universal, 
directo y secreto, de los españoles mayores de edad que residan en el res-
pectivo territorio»  72. A ellos, debían unirse los 41 de designación real, lo 
que hacía un número total de 248 senadores  73.

La Constitución de 1978 y la LOREG reproducen el número de sena-
dores de elección ciudadana, con un mínimo retoque, al pasar de los 207 
que preveía la LRP a los 208 que fija el art. 69.3 CE. Este incremento en 
una unidad se produce al separarse en dos distritos la inicialmente única 
circunscripción que agrupaba a las islas canarias de La Gomera y El Hie-
rro. Por su parte, como veremos, los senadores de designación real fue-
ron suprimidos del Texto Constitucional, en donde, sin embargo, se dio 
entrada a los senadores de designación autonómica. Estos últimos, en 2025 
(XV Legislatura) eran cincuenta y ocho. Lo que hace que, a día de hoy, el 
número total de senadores sea de 266.

2.2. � Las circunscripciones en la elección del Senado:  
las provincias, las islas y las ciudades autónomas

El art. 19.1 del Real Decreto-ley 20/1977 ordenaba que para la elección 
«de senadores cada provincia y las ciudades de Ceuta y Melilla constituirán 
un distrito electoral». Y añadía el apartado segundo de este mismo artículo: 
«Se exceptúan de lo dispuesto en el número anterior, a efectos de la elección 
de senadores, las provincias insulares, en las que a tal efecto se formarán los 
nueve distritos siguientes: Mallorca, Menorca, Ibiza-Formentera, Gran Cana-
ria, Lanzarote, Fuerteventura, Tenerife, La Palma, La Gomera-El Hierro».

(La octava Ley Fundamental. Crítica jurídico-política de la reforma Suárez, Madrid, Tecnos, 
1976, pp. 51 y 85) se preguntaba cuáles serían estas entidades territoriales.

72  Sin duda, esta enumeración de los rasgos del voto a los candidatos al Senado debe-
ría, por razones sistemáticas, haberse situado en el art.  2.3 LRP y no en una disposición 
transitoria.

73  A juicio del profesor Pablo Lucas Verdú (La octava Ley..., op. cit., p. 84), el número 
de senadores era «excesivo».
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Este punto también se mantiene inmutable en el Texto Constitucio-
nal, con la mínima variación ya apuntada que resulta de dividir en dos cir-
cunscripciones la anterior agrupación de las islas de La Gomera y El Hie-
rro que constituían un único distrito. La pregunta que surge es obvia: ¿Por 
qué el Real Decreto-ley 20/1977 unía estas dos islas en un único distrito 
electoral y, solo un año más tarde, cuando la población de ambas islas ape-
nas había cambiado, la Constitución las separa para crear dos circunscrip-
ciones? Pues bien, el motivo de este cambio hay que atribuirlo a la fuerza 
argumentativa de algún senador canario  74, ya que al comienzo del proce-
so constituyente se mantenía la unión en una única circunscripción de las 
islas de La Gomera y El Hierro. De hecho, en el texto constitucional aún 
queda, en forma de errata, un resto lingüístico de aquella unión. Nos refe-
rimos al tenor literal del art. 69.3 CE, que habla de «agrupaciones» de islas 
en plural, lo que resulta evidentemente incorrecto si solo se pensaba dejar 
una, esto es, la que forman Ibiza y Formentera  75.

De este modo, como circunscripción electoral para el Senado, la única 
«agrupación» de islas que consagra la Constitución (art. 69.3) es la de Ibiza 
y Formentera. Lo que sí entonces, en 1978, parecía lógico dada la escasa 

74  Nos referimos, especialmente, al senador de Unión de Centro Democrático (aun-
que se presentó como independiente) por La Palma Acenk Alejandro Galván González, 
que afirmó en la Comisión de Constitución del Senado: «Todas las islas [canarias] se sien-
ten entes territoriales absolutamente diferenciados, y en esto han coincidido todos los polí-
ticos y todos los hombres del archipiélago canario a través del tiempo. [...]. Las islas han 
querido siempre descentralizarse. Dos grandes luchadores canarios, Pérez Díaz y Manuel 
Velázquez, lucharon con la mayor ilusión por ver resplandecer la descentralización de las 
islas. [...]. La insularidad es algo respetable que debemos considerar. Pienso que tal vez en 
la misma Constitución debemos sacar la última consecuencia, y es que todas las islas tie-
nen que tener garantizada una representación parlamentaria mínima..., y no como ahora... 
agrupando islas, porque agrupar Gomera con Hierro carece de sentido, puesto que los de 
Gomera nada tienen que considerar con los de Hierro, ni los de Hierro con los de Gomera. 
Esto lo ha dicho un hombre que, en definitiva, conoció el archipiélago y con toda sinceri-
dad supo conocer el problema del archipiélago canario. [...]. Las islas menores solo aspiran 
a tener una representación a través de un... senador. [...] por eso estas islas exigen y reclaman 
la representación a que tienen derecho. Señores Senadores, no desilusionemos a los hom-
bres que viven en estos territorios de la Patria, solos, en el abandono; pensemos en Espa-
ña, pensemos en el archipiélago canario y también en el balear. No se va a solucionar todo 
haciéndolas girar alrededor de las grandes ciudades; tenemos que desarrollar todo el terri-
torio y todas las islas de todo el archipiélago. Solo se dará realidad a este problema cuando 
le demos una adecuada representación» (Diario de Sesiones del Senado, núm. 49, 5 de sep-
tiembre de 1978, pp. 2229-2230, cursivas nuestras).

75  En el futuro, la expresión «agrupaciones» de islas en plural podría mantenerse 
correctamente en la Constitución si, además de no eliminar la de Ibiza-Formentera (elimi-
nación que, como vemos, estimamos muy conveniente), se incluyera ex novo la de Lanzaro-
te-La Graciosa.
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población de Formentera (entre 3.750 y 4.000 habitantes)  76, hoy (11.389 
habitantes)  77 resulta mucho más discutible y, a nuestro juicio, una próxi-
ma reforma de la Constitución debería dar un senador propio a la menor 
de las islas Pitiusas, separada ya de la circunscripción de Ibiza. De hecho, 
la propuesta de reforma constitucional en este sentido ha sido reiterada-
mente presentada por el Parlamento balear ante las Cortes Generales, a 
petición unánime del Consell Insular de Formentera (que, desde la refor-
ma estatutaria de 2007, tiene existencia jurídica separado del Consell Insu-
lar de Ibiza).

Todas las demás circunscripciones senatoriales que fija la Constitución 
(provincias, islas, agrupación de islas y ciudades autónomas)  78 son copia 
fidedigna de las fijadas en la normativa electoral de la Transición. La ver-
dad es que ninguna de ellas plantea sospechas de gerrymandering, bien por 
su histórico carácter de división territorial jurídico-administrativa con casi 
dos siglos de existencia (las provincias), bien por responder a un criterio 
territorial objetivo y perfectamente definido por el mar (las islas), bien por 
su naturaleza jurídico-política singularísima (las ciudades norteafricanas de 
soberanía española).

2.3. � La magnitud de las circunscripciones del Senado

Respecto de la Cámara Alta, la misma Ley para la Reforma Política 
ya atribuía a cada provincia cuatro senadores, exceptuando las provin-
cias insulares, a cada una de las cuales se atribuía un escaño más, «a fin de 
garantizar la representación propia en el Senado de cada isla, que cons-
tituye, a solo estos efectos y en la medida de lo posible, una circunscrip-
ción electoral» (Exposición de Motivos del RDL 20/1977, punto IV). Así, 
el cuarto apartado del art. 19 de este Real Decreto-ley afirmaba que «cada 

76  Cifras aproximadas aportadas por el secretario general del Consell Insular de For-
mentera, don Ángel Custodio Navarro Sánchez, y por el Instituto Nacional de Estadística.

77  Real Decreto  1210/2024, de 28 de noviembre, por el que se declaran oficiales las 
cifras de población resultantes de la revisión de Padrón municipal referidas al 1 de enero de 
2024 (BOE de 12 de diciembre de 2024).

78  Como afirma el profesor Luis López Guerra (Introducción al Derecho constitucio-
nal, Valencia, Tirant lo Blanch, 1994, p. 146): «Los peligros para el sistema democrático 
derivados de estas manipulaciones (gerrymandering, o creación de circunscripciones de 
límites artificiales y caprichosos) han dado lugar a que, en algunos casos, sean las mimas 
Constituciones las que establezcan los límites de las circunscripciones. Tal es, por ejem-
plo, el caso español».
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distrito electoral elegirá cuatro senadores, a excepción de los siguientes: 
Mallorca, Gran Canaria y Tenerife, que elegirán tres; Ceuta y Melilla, que 
elegirán dos; y Menorca, Ibiza-Formentera, Lanzarote, Fuerteventura, La 
Palma, Gomera-Hierro, que elegirán uno». La previsión de cuatro senado-
res por provincia, al margen de su población, iba a producir cifras elevadí-
simas de sobrerrepresentación y subrepresentación, así, por poner el ejem-
plo entonces más extremo, el voto de un elector de Soria tenía un valor 
cuarenta y siete veces mayor que el de uno de Barcelona»  79.

La Constitución de 1978 y la LOREG han reproducido el reparto de 
senadores fijados en la normativa aprobada durante la Transición Políti-
ca: a) en cada provincia continental, se eligen cuatro senadores por sufra-
gio universal, libre, igual, directo y secreto por los votantes de cada una de 
ellas, en los términos que señale una ley orgánica (art. 69.2 CE), esto es, la 
LOREG. Por tanto, en las cuarenta y siete provincias continentales la cir-
cunscripción es la provincia, la misma que se establece para la elección del 
Congreso de los Diputados. Como acabamos de indicar refiriéndonos a la 
normativa de la Transición, el hecho de que el número de senadores que se 
asigna a cada provincia sea el mismo al margen de su población, es decir, 
ignorando totalmente el criterio poblacional (cuatro elige Madrid y cuatro 
elige Soria), acentúa mucho más que en el Congreso el sesgo rural que ya 
apreciábamos en este. La distorsión de la representación poblacional pro-
voca, hasta el extremo, la sobrerrepresentación de la España rural y vacia-
da y la subrepresentación de la España urbana. Así, en las elecciones gene-
rales de 23 de julio de 2023, el escaño más «caro» costó 1.505.318 votos 
—en Madrid— y el más «barato» solo 14.611 —en Soria—; b) en las tres 
provincias insulares (Islas Baleares, Las Palmas y Santa Cruz de Tenerife), 
cada isla o agrupación de ellas (ahora solo hay una), con Cabildo o Conse-
jo Insular, constituirá una circunscripción a efectos de elección de senado-
res, correspondiendo tres a cada una de las islas mayores —Gran Canaria, 
Mallorca y Tenerife— y uno a cada una de las islas menores o agrupa-
ción: Ibiza-Formentera, Menorca, Fuerteventura, La Gomera, El Hierro, 
Lanzarote y La Palma. Como vemos, por lo que se refiere a la circuns-
cripción, en las provincias insulares se ha producido un cambio en rela-
ción a las provincias continentales, pues en aquellas es la isla frente a estas 
que, como hemos dicho, sigue siendo la provincia; c) las ciudades autóno-
mas de Ceuta y Melilla elegirán cada una de ellas dos senadores (art. 69.4 

79  Cfr. P. Lucas Verdú, La octava Ley..., op. cit., pp. 127-128, que toma el dato de Qui-
jano: «Un sistema electoral conservador», en Informaciones Políticas, 1976.
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LOREG). La circunscripción es, como en las elecciones al Congreso de 
los Diputados, el propio término municipal, aunque doblan el número de 
representantes en la Cámara Alta en relación a los que tienen atribuidos 
en la Cámara Baja  80.

Las vacantes que, dentro de los dos años siguientes a la fecha de la cele-
bración de las elecciones y por cualquier causa, se produjeran en el Sena-
do, daban lugar a elecciones parciales de acuerdo con el artículo veinti-
nueve (art. 21.3 Real Decreto-ley 20/1977). Este precepto preveía que «las 
elecciones parciales para senadores» procederían en el caso de que se pro-
dujesen vacantes en el Senado durante los dos primeros años de legislatu-
ra (segundo apartado), que la convocatoria de elecciones parciales en los 
distritos afectados debería ser acordada dentro de los seis meses siguientes 
a la producción de la vacante (tercer apartado), y que las vacantes que se 
produjeran en el Senado transcurridos los dos primeros años de la legisla-
tura quedarían sin proveer (sexto apartado). Regulación totalmente distin-
ta es la que hoy fija la LOREG para suplir las vacantes del Senado. En con-
creto, su art. 171.2 ordena que, cada candidatura a senador, debe incluir 
dos candidatos suplentes haciendo constar el orden en que deban asu-
mir la suplencia (los nombres de los candidatos suplentes figurarán en la 
publicación de las candidaturas en el Boletín Oficial del Estado y en toda la 
documentación electoral, pero no se incluirán en las papeletas electorales). 
Por tanto, en caso de fallecimiento, incapacidad o renuncia de un senador 
elegido por los ciudadanos, la vacante se cubrirá por su suplente designa-
do en el Boletín Oficial del Estado en el momento de proclamación de las 
candidaturas (arts. 166.2 y 171.2 LOREG).

2.4. � La fórmula electoral del Senado

Presentado en las Cortes franquistas como una forma de compensar 
el sistema proporcional que se había previsto para el Congreso, el últi-
mo párrafo de la disposición transitoria primera de la LRP afirmaba que 
«las elecciones al Senado se inspirarán en criterios de escrutinio mayorita-
rio». Lacónica previsión  81. Desarrollando este mandato, el art. 21 del Real 

80  Posiblemente, la escasa relevancia del Senado en nuestro sistema constitucional 
fomentó la generosidad de los constituyentes para con Ceuta y Melilla en dicha Cámara. 
Como dice un refrán mallorquín, «de lo que val poc, donar-ne molt» (de lo que vale poco, 
dar mucho).

81  Ante esta economía normativa, el profesor Pablo Lucas Verdú (La octava Ley..., 
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Decreto-ley 20/1977 establecía, con redacción francamente mejorable, lo 
siguiente: a) en cada circunscripción electoral, serán «proclamados electos 
aquellos candidatos que mayor número de votos obtengan hasta completar 
el de senadores asignados al distrito»; b) en las circunscripciones provin-
ciales, «los electores solo podrán dar su voto a un máximo de tres de entre 
los candidatos proclamados en el distrito»; c) en las circunscripciones «de 
Mallorca, Gran Canaria, Tenerife, Ceuta y Melilla, se aplicará el mismo sis-
tema, pudiendo dar su voto los electores a un máximo de dos candidatos», 
y d) en «los distritos de Menorca, Ibiza-Formentera, Lanzarote, Fuerteven-
tura, La Palma y Gomera-Hierro, cada elector votará un candidato, sien-
do proclamado electo senador quien reuniere mayor número de votos». La 
Exposición de Motivos (punto IV) del citado Real Decreto-ley nos explica-
ba el concreto sistema mayoritario elegido y su justificación: «Dentro del 
sistema electoral mayoritario se ha optado por la modalidad de sufragio 
restringido  82, de manera que cada elector puede votar hasta tres candida-
tos, obteniendo los cuatro escaños correspondientes a cada distrito quie-
nes hayan conseguido mayor número de sufragios. Se respeta así el crite-
rio de la Ley para la Reforma Política a la vez que se arbitran técnicas para 
garantizar el respeto y representación de las minorías, lo que es esencial en 
la democracia».

La LOREG, copiando el modelo del Real Decreto-ley 20/1977 aunque 
con redacción sensiblemente mejorada, afirma que la elección de los sena-
dores en las circunscripciones provinciales, insulares y en Ceuta y Meli-
lla se rige por los siguientes criterios: los electores pueden dar su voto a 
un máximo de tres candidatos en las circunscripciones provinciales; dos 
en Gran Canaria, Mallorca, Tenerife, Ceuta y Melilla; y uno en las restan-
tes circunscripciones insulares. Serán proclamados electos aquellos candi-
datos que obtengan mayor número de votos hasta completar el de sena-
dores asignados a la circunscripción (art. 166.1.b LOREG). Para todas las 
circunscripciones provinciales y para las insulares mayores se ha estable-
cido un sistema mayoritario limitado o restringido, que —las más de las 
veces— otorga tres senadores (en las provincias continentales) y dos sena-
dores (en las islas mayores) al primer partido y un senador al segundo par-

op. cit., pp. 52 y 85) se preguntaba si este sistema electoral mayoritario sería «¿a una o a dos 
vueltas?». Tampoco se precisaba si sería mayoritario puro o mayoritario corregido.

82  Era, con alguna diferencia, el mismo sistema electoral mayoritario restringido o limi-
tado que se utilizó, para la elección de los diputados, durante la Segunda República espa-
ñola. Cfr. J. Oliver Araujo, El sistema político de la Constitución española de 1931, Palma 
(Mallorca), Universitat de les Illes Balears, 1991, esp. pp. 27-30.
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tido (su candidato con más sufragios). Por el contrario, en las islas menores 
y la agrupación de islas el sistema electoral es el mayoritario puro, ya que 
su único escaño se atribuye al candidato más votado (fórmula que se utili-
za en el Reino Unido para elegir la Cámara de los Comunes). También se 
utiliza el sistema mayoritario puro en las ciudades autónomas de Ceuta y 
Melilla, pues —aunque eligen dos senadores cada una de ellas— sus elec-
tores pueden poner dos cruces en la papeleta (por tanto, al poder marcar 
tantos candidatos como puestos a cubrir, los dos escaños son, en la prácti-
ca, para el mismo partido, el más votado).

El sistema electoral que la normativa de la Transición Política estable-
ció provisionalmente para el Senado —que después la Constitución y la 
LOREG convirtieron en definitivo— es uno de los pocos ejemplos en el 
Derecho comparado de empleo del voto limitado en elecciones estatales. 
Este, como es sabido, «es una de las escasas formas de expresión del voto 
que ofrecen al elector la mayor libertad de opción: ordinal preferencial; en 
las elecciones al Senado español se permite a los electores votar a candi-
datos de diferentes partidos, además de poder elegir entre los presentados 
por un mismo grupo político»  83. A pesar de ello, «esa libertad que ofrece 
la lista abierta no es, en la inmensa mayoría de los casos, aprovechada por 
el votante, que actúa de acuerdo con criterios de política general y no aten-
diendo a la personalidad de los candidatos»  84.

2.5. � De los senadores de designación real a los senadores autonómicos

El art. 2.3 LRP establecía, como hemos visto, que el rey podría «desig-
nar para cada legislatura senadores en número no superior a la quinta parte 
del de los elegidos». Por tanto, a los 207 senadores elegidos por los ciuda-
danos a través de un sistema mayoritario, se añadían otros 41 designados 
por el rey (en torno al 16 por 100 del total de la Cámara Alta), a los que el 
profesor Alzaga Villaamil  85 calificaba «de cupo decimonónico». Esta pre-
visión sonaba bien a los oídos de los políticos franquistas, pues «evocaba 
la tradición de un Senado conservador, conformada la Cámara para apoyo 

83  Cfr. J. Montabes Pereira y C. Ortega Villodres, «El voto limitado en las elecciones 
al Senado español: estrategias de nominación y rendimientos partidistas en las elecciones de 
marzo de 2000», Revista Española de Ciencia Política, núm. 7 (2002), p. 104.

84  Cfr. M. Á. Presno Linera, «El sistema...», op. cit., p. 114.
85  Cfr. Ó. Alzaga Villaamil, «Sobre el origen...», op. cit., p. 120.
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de la Corona»  86. Aunque este precepto parecía tener voluntad de perma-
nencia en el tiempo («para cada legislatura»), la verdad es que solo tuvo 
vigencia en la legislatura constituyente (1977-1979), pues de los senadores 
de designación real —dado su origen no democrático— no quedó rastro 
en el texto de la Constitución de 1978. De hecho, fue el único elemento 
importante de la normativa electoral de la Transición Política que no tras-
pasó el umbral constitucional.

Reemplazando, de algún modo y con todas las salvedades debidas, a 
dichos senadores designados por el rey, la Constitución de 1978 introdu-
jo a los senadores de designación autonómica en su art. 69.5: «Las Comu-
nidades Autónomas designarán además un senador y otro más por cada 
millón de habitantes de su respectivo territorio. La designación corres-
ponderá a la Asamblea legislativa o, en su defecto, al órgano colegiado 
superior de la Comunidad Autónoma  87, de acuerdo con lo que establez-
can los Estatutos, que asegurarán, en todo caso, la adecuada represen-
tación proporcional». A efectos de dicha designación, el número con-
creto de senadores que corresponda a cada Comunidad Autónoma se 
determinará tomando como referencia «el censo de población de dere-
cho vigente en el momento de celebrarse las últimas elecciones genera-
les al Senado» (art. 165.4 LOREG in fine). Esta forma de fijar el número 
de senadores autonómicos que elige cada Parlamento territorial provo-

86  Cfr. M.ª F. Alcón Yuste, «El diseño...», op. cit., p. 6 (del pdf). Además, como subra-
ya el profesor Antonio Torres del Moral (Principios de Derecho constitucional español, 
Madrid, Servicio de Publicaciones de la Facultad de Derecho de la Universidad Complu-
tense, 2010, p. 32), la previsión de estos senadores de designación real facilitó la aproba-
ción del Proyecto de Ley para la Reforma Política en el Consejo Nacional del Movimiento, 
donde se sentaba lo más granado de la ortodoxia franquista. En efecto, «entre los estímu-
los para dicho voto favorable se encontraba el contingente de senadores de nombramiento 
regio, numéricamente similar al de consejeros permanentes nombrados en su día por el Cau-
dillo. Muchos de ellos vieron en los senadores regios una promesa de nombramiento directo 
para las nuevas Cortes. Después, la esperanza sembrada por tal guiño de complicidad quedó 
frustrada y los pocos franquistas nombrados se sumaron, de mejor o peor gana, al proce-
so político en marcha». Ya poco antes de la aprobación de la LRP, el profesor Íñigo Cavero 
Lataillade [«Soberanía popular y elecciones para constituyentes», Informaciones Políticas, 
núm. 69 (1976), p. 1], refiriéndose a los futuros senadores de elección real, escribía: «peli-
grosa coincidencia este número de 40 [al final fueron 41], que rememora a los pretorianos 
[franquistas] que estamos seguros que no serán repescados». 

87  En coherencia con el hecho de que los diecisiete Estatutos de Autonomía dotaron a 
sus respectivas Comunidades Autónomas de una Asamblea Legislativa o Parlamento (lo que 
para las Comunidades de vía lenta era opcional), es evidente que la previsión cautelar que 
establecía aquel precepto constitucional (en defecto de Asamblea Legislativa, hará la desig-
nación el «órgano colegiado superior de la Comunidad Autónoma», es decir, el Gobierno 
autonómico) ha quedado sin objeto.
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ca que su número total sea variable, dentro de cifras muy parecidas (en 
el año 2025, como hemos dicho, son cincuenta y ocho), en un porcentaje 
que se mueve en torno al 20 por 100 del total de la Cámara. En relación 
a la figura de los senadores autonómicos, vamos a recordar las dos ideas 
centrales que ha subrayado el Tribunal Constitucional  88. Primera, el pro-
ceso de acceso de los senadores de las Comunidades Autónomas, aunque 
se haga por elección, «presenta el rasgo diferencial de que es una elección 
de segundo grado», en el seno de las respectivas Asambleas legislativas, y 
—para subrayar su peculiaridad— el art. 69.5 CE lo califica expresamen-
te de «designación». Segunda, es evidente que el punto de referencia para 
la proporcionalidad de la representación, que exige el art. 69.5 CE, es la 
composición de la propia Cámara electoral, es decir, el Parlamento auto-
nómico que hace la designación.

Ante estos guarismos (208 senadores de elección provincial y 58 de 
designación autonómica), debemos subrayar que la solemne y repetida 
afirmación del art. 69.1 CE («El Senado es la Cámara de representación 
territorial», es decir, la Cámara que representa a las Comunidades Autó-
nomas  89) se ajusta poco a la realidad jurídica actual, pues —amén de sus 
escasas competencias en tiempos de normalidad política— en más de tres 
cuartas partes de su composición representa a las viejas provincias. Si que-
remos ser benévolos con los constituyentes, diremos que el art. 69.1 solo 
expresa un deseo de lege ferenda.
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